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L LE EY Y D DE E N NA AC CI IO ON NA AL LI IZ ZA AC CI IO ON N D DE E L LO OS S 
B BI IE EN NE ES S E EC CL LE ES S I IA AS S T TI IC CO OS S 

( (j  j u ul l i io o 1 12 2 d de e 1 18 85 59 9) ) 

Secretaría de Justicia, Negocios 
Eclesiásticos é Instruccion pública.  El 
Excelentísimo Sr. presidente interino 
constitucional de la República, se ha servido 
dirigirme el decreto que sigue: 

El C. Benito Juárez, presidente interino 
constitucional de los Estados­Unidos Mexicanos, 
á todos sus habitantes sabed: que con acuerdo 
unánime del consejo de ministros, y 

CONSIDERANDO: Que el motivo principal de 
la actual guerra promovida y sostenida por el
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clero, es conseguir el sustraerse de la 
dependencia á la autoridad civil: 

Que cuando ésta ha querido, favoreciendo 
al mismo clero, mejorar sus rentas, el clero, por 
solo desconocer la autoridad que en ello tenia el 
soberano, ha rehusado aun el propio beneficio: 

Que, cuando quiso el soberano, poniendo 
en vigor los mandatos mismos del clero sobre 
obvenciones parroquiales, quitar á éste la 
odiosidad que le ocasionaba el modo de recaudar 
parte de sus emolumentos, el clero prefirió 
aparentar que se dejaria perecer ántes que 
sujetarse á ninguna ley: 

Que como la resolucion mostrada sobre 
esto por el Metropolitano, prueba que el clero 
puede mantenerse en México, como en otros 
países, sin que la ley civil arregle sus cobros y 
convenios con los fieles: 

Que si en otras veces podia dudarse por 
alguno que el clero ha sido una de las rémoras 
constantes para establecer la paz pública, hoy 
todos reconocen que está en abierta rebelion 
contra el soberano: 

Que dilapidando el clero los caudales que 
los fieles le habian confiado para objetos 
piadosos, los invierte en la destruccion general,
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sosteniendo y ensangrentando cada dia más la 
lucha fratricida que promovió en 
desconocimiento de la autoridad legítima, y 
negando que la República pueda constituirse 
como mejor crea que á ella convenga: 

Que habiendo sido inútiles hasta ahora los 
esfuerzos de toda especie por terminar una 
guerra que va arruinando la República el dejar 
por más tiempo en manos de sus jurados 
enemigos los recursos de que tan gravemente 
abusan, seria volverse cómplice, y 

Que es un imprescindible deber poner en 
ejecucion todas las medidas que salven la 
situacion y la sociedad; 

He tenido á bien decretar lo siguiente: 

Art. 1. Entran al dominio de la nacion todos 
los bienes que el clero secular y regular ha estado 
administrando con diversos títulos, sea cual 
fuere la clase de predios, derechos y acciones en 
que consistan, el nombre y aplicacion que hayan 
tenido. 

2. Una ley especial determinará la manera y 
forma de hacer ingresar al tesoro de la nacion 
todos los bienes de que trata el artículo anterior. 

3. Habrá perfecta independencia entre los 
negocios del Estado y los negocios puramente
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eclesiásticos. El Gobierno se limitará á proteger 
con su autoridad el culto público de la religion 
católica, así como el de cualquiera otra. 

4. Los ministros del culto, por la 
administracion de los Sacramentos y demás 
funciones de su ministerio, podrán recibir las 
ofrendas que se les ministren, y acordar 
libremente con las personas que los ocupen, la 
indemnizacion que deban darles por el servicio 
que les pidan. Ni las ofrendas ni las 
indemnizaciones podrán hacerse en bienes 
raíces. 

5. Se suprimen en toda la República las 
órdenes de los religiosos regulares que existen, 
cualquiera que sea la denominacion ó 
advocacion con que se hayan erigido, así como 
tambien todas las archicofradías, cofradías, 
congregaciones ó hermandades anexas á las 
comunidades religiosas, á las catedrales, 
parroquias ó cualesquiera otras iglesias. 

6. Queda prohibida la fundacion ó ereccion 
de nuevos conventos de regulares; de 
archicofradías, cofradías, congregaciones ó 
hermandades religiosas, sea cual fuere la forma ó 
denominacion que quiera dárseles. Igualmente 
queda prohibido el uso de los hábitos ó trages de 
las órdenes suprimidas.
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7. Quedando por esta ley los eclesiásticos 
regulares de las órdenes suprimidas reducidos al 
clero secular, quedarán sujetos, como éste, al 
ordinario eclesiástico respectivo, en lo 
concerniente al ejercicio de su ministerio. 

8. A cada uno de los eclesiásticos regulares 
de las órdenes suprimidas que no se opongan á 
lo dispuesto en esta ley, se les ministrará por el 
gobierno la suma de quinientos pesos por una 
sola vez. A los mismos eclesiásticos regulares 
que por enfermedad ó avanzada edad estén 
físicamente impedidos para el ejercicio de su 
ministerio, á más de los quinientos pesos, 
recibirán un capital, fincado ya, de tres mil pesos, 
para que atiendan á su cóngrua sustentacion. De 
ambas sumas podrán disponer libremente como 
de cosa de su propiedad. 

9. Los religiosos de las órdenes suprimidas 
podrán llevarse á sus casas los muebles y útiles 
que para su uso personal tenian en el convento. 

10.­ Las imágenes, paramentos y vasos 
sagrados de las iglesias de los regulares 
suprimidos, se entregarán por formal inventario 
á los obispos diocesanos. 

11. El gobernador del Distrito y los 
gobernadores de los Estados, á pedimento del M. 
R. Arzobispo y de los RR. Obispos diocesanos,
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designarán los templos de los regulares 
suprimidos que deban quedar expeditos para los 
oficios divinos, calificando prévia y 
escrupulosamente la necesidad y utilidad del 
caso. 

12. Los libros, impresos, manuscritos, 
pinturas, antigüedades y demás objetos 
pertenecientes á las comunidades religiosas 
suprimidas, se aplicarán á los museos, liceos, 
bibliotecas y otros establecimientos públicos. 

13. Los eclesiásticos regulares de las 
órdenes suprimidas, que despues de quince dias 
de publicada esta ley en cada lugar, continúen 
usando el hábito ó viviendo en comunidad, no 
tendrán derecho á percibir la cuota que se les 
señala en el artículo 8°; y si pasado el término de 
quince dias que fija este artículo, se reunieren en 
cualquier lugar para aparentar que siguen la vida 
comun, se les expulsará inmediatamente fuera de 
la República. 

14. Los conventos de religiosas que 
actualmente existen, continuarán existiendo y 
observando el reglamento económico de sus 
claustros. Los conventos de estas religiosas que 
estaban sujetos á la jurisdiccion espiritual de 
alguno de los regulares suprimidos, quedan bajo 
la de sus obispos diocesanos.
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15. Toda religiosa que se exclaustre, recibirá 
en el acto de su salida la suma que haya 
ingresado al convento en calidad de dote, ya sea 
que proceda de bienes parafernales, ya que la 
haya adquirido de donaciones particulares, ó ya 
en fin, que la haya obtenido de alguna fundacion 
piadosa. Las religiosas de órdenes mendicantes 
que nada hayan ingresado á sus monasterios, 
recibirán, sin embargo, la suma de quinientos 
pesos en el acto de su exclaustracion. Tanto del 
dote como de la pension, podrán disponer 
libremente como de cosa propia. 

16. Las autoridades políticas y judiciales del 
lugar, impartirán, á prevención, toda clase de 
auxilios á las religiosas exclaustradas, para hacer 
efectivo el reintegro de la dote, ó el pago de la 
cantidad que se las designa en el artículo 
anterior. 

17. Cada religiosa conservará el capital que 
en calidad de dote haya ingresado al convento. 
Este capital se le afianzará en fincas rústicas ó 
urbanas por medio de formal escritura, que se 
otorgará individualmente á su favor. 

18. A cada uno de los conventos de 
religiosas, se dejará un capital suficiente para que 
con sus réditos se atienda á la reparacion de 
fábricas y gastos de las festividades de sus
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respectivos patronos, Natividad de Nuestro 
Señor Jesucristo, Semana Santa, Corpus, 
Resurreccion y Todos Santos, y otros gastos de 
comunidad. Los superiores y capellanes de los 
conventos respectivos, formarán los 
presupuestos de estos gastos, que serán 
presentados dentro de quince dias de publicada 
esta ley, al gobernador del Distrito, ó á los 
gobernadores de los Estados respectivos para su 
revision y aprobacion. 

19. Todos los bienes sobrantes de dichos 
conventos ingresarán al Tesoro general de la 
nacion, conforme á lo prevenido en el articulo 1° 
de esta ley. 

20. Las religiosas que se conserven en el 
claustro pueden disponer de sus respectivos 
dotes, testando libremente en la forma que á toda 
persona le prescriben las leyes. En caso de que no 
hagan testamento ó de que no tengan ningun 
pariente capaz de recibir la herencia ab intestato, 
el dote ingresará al tesoro público. 

21. Quedan cerrados perpétuamente todos 
los noviciados en los conventos de señoras 
religiosas. Las actuales novicias no podrán 
profesar, y al separarse del noviciado se les 
devolverá lo que hayan ingresado al convento.
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22. Es nula y de ningun valor toda 
enajenacion que se haga de los bienes que se 
mencionan en esta ley, ya sea que se verifique 
por algun individuo del clero, ó por cualquiera 
persona que no haya recibido expresa 
autorizacion del gobierno constitucional. El 
comprador, sea nacional ó extranjero, queda 
obligado á reintegrar la cosa comprada ó su 
valor, y satisfará además una multa de cinco por 
ciento, regulada sobre el valor de aquella. El 
escribano que autorice el contrato, será depuesto 
é inhabilitado perpétuamente en su ejercicio 
público, y los testigos, tanto de asistencia como 
instrumentales, sufrirán la pena de uno á cuatro 
años de presidio. 

23. Todos los que directa ó indirectamente 
se opongan ó de cualquiera manera enerven el 
cumplimiento de lo mandado en esta ley, serán, 
segun que el gobierno califique la gravedad de 
su culpa, expulsados fuera de la República ó 
consignados á la autoridad judicial. En este caso 
serán juzgados y castigados como conspiradores. 
De la sentencia que contra estos reos pronuncien 
los tribunales competentes, no habrá lugar al 
recurso de indulto. 

24. Todas las penas que impone esta ley, se 
harán efectivas por las autoridades judiciales de 
la nacion, ó por las políticas de los Estados,



26 

dando éstas cuenta inmediatamente al gobierno 
general.

25.­ El gobernador del Distrito y los 
gobernadores de los Estados, á su vez, 
consultarán al gobierno las providencias que 
estimen convenientes al puntual cumplimiento 
de esta ley. 

Por tanto, mando se imprima, publique y 
circule á quienes corresponda. Dado en el palacio 
del gobierno general en Veracruz, á 12 de julio de 
1859. Benito Juárez. Melchor Ocampo, 
presidente del gabinete, ministro de 
Gobernacion, encargado del despacho de 
Relaciones y del de Guerra y Marina. Lic. 
Manuel Ruiz, ministro de Justicia, Negocios 
Eclesiásticos é Instruccion pública. Miguel 
Lerdo de Tejada, ministro de Hacienda y 
encargado del ramo de Fomento. 

Y lo comunico á V.E. para su inteligencia y 
cumplimiento. Palacio del gobierno general en 
Veracruz, á 12 de julio de 1859. Ruiz.
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R RE EG GL LA AM ME EN NT TO O P PA AR RA A E EL L 
C CU UM MP PL LI IM MI IE EN NT TO O D DE E L LA A L LE EY Y D DE E 

N NA AC CI IO ON NA AL LI IZ ZA AC CI IO ON N 
( (j  j u ul l i io o 1 13 3 d de e 1 18 85 59 9) ) 

El C. Benito Juárez, presidente 
constitucional interino de la República, a los 
habitantes de ella, sabed: 

Que con el objeto de que la enajenación de 
los bienes de que habla la ley de 12 del actual, 
contribuya eficazmente a la subdivisión de la 
propiedad territorial y ceda en beneficio general 
de la nación, que es el gran fin de la reforma que 
ella envuelve, he tenido a bien decretar, con 
acuerdo unánime del gabinete, lo siguiente:
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Artículo 1. La ocupación de los bienes que 
por la citada ley entran al dominio de la nación, 
se hará en el Distrito Federal por una oficina 
especial que al efecto establecerá el gobierno, y 
en los Estados por las jefaturas superiores de 
hacienda, auxiliadas por las administraciones 
principales y colecturías de rentas en sus 
respectivos distritos. 

2. El día siguiente al de la publicación de 
esta ley, en cada lugar donde existan algunos de 
dichos bienes, la primera autoridad política 
nombrará el comisionado o comisionados que 
crea necesarios, para que con un escribano o dos 
testigos, procedan inmediatamente a recoger del 
procurador, síndico, administrador o 
mayordomo respectivos, las escrituras, libros de 
cuentas y demás documentos relativos a los 
intereses que han tenido a su cargo, en el estado 
en que se hallen, así como el numerario existente, 
haciendo el inventario y cortes de caja 
respectivos, que firmarán el comisionado, el 
procurador o síndico, mayordomo o 
administrador, y el escribano o testigos. 

3. Si los procuradores, síndicos, 
mayordomos o administradores, no quisieren 
firmar los inventarios y cortes de caja de que 
habla el artículo anterior, o de cualquier modo 
rehusaren hacer la entrega que en él se previene,
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la primera autoridad política mandará 
aprehenderlos y ponerlos a disposición del juez 
de hacienda para que los juzgue por su 
desobediencia a la ley e injusta detención de los 
bienes públicos. En los casos que expresa este 
artículo, o en aquellos en que se oponga 
resistencia, procederá por sí solo el comisionado 
con el escribano o testigos, pidiendo el auxilio de 
la policía o fuerza armada, siempre que fuere 
necesario. 

4. Los comisionados procederán sin 
interrupción, dando diariamente a la autoridad 
que los nombró, noticia de lo que practiquen en 
el desempeño de su encargo; y tan luego como lo 
terminen, harán entrega de todo, con el 
inventario y cortes de caja, a la oficina respectiva 
de que habla el art. 1o., la cual se hará cargo 
entonces de lo que reciba por cuenta de la nación, 
para obrar conforme a lo que esta ley dispone. 

5. Igualmente nombrará la primera 
autoridad política uno o más peritos, para que 
dentro del preciso término de ocho días formen 
planos de división en los edificios que ocupaban 
las comunidades suprimidas, y los sometan a la 
aprobación de dicha autoridad. En estos planos 
se excluirán únicamente aquellos templos que se 
destinen por el gobierno para que continúen 
empleándose en el servicio divino, conforme al
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art. 14 de la repetida ley del 12 del actual, y una 
vez aprobados los planos de división, se valuará 
separadamente cada una de las fracciones que 
resulten. 

6. Hecho este avalúo, se venderán dichas 
fracciones en subasta pública, verificándose los 
remates en el Distrito Federal, por el jefe de la 
oficina que establezca el gobierno, o por otras 
personas que éste nombre al efecto, y en los 
Estados por los jefes superiores de hacienda, 
administradores o receptores de rentas. 

7. Para estos remates se publicarán avisos 
con términos de nueve días, señalando después 
de ese término tres días que se sucedan con el 
intervalo de uno en cada uno de ellos, para que 
se verifiquen las tres almonedas. Estos avisos se 
publicarán en la cabecera del partido en que 
estén situados los edificios, con la designación 
clara y expresa de lo que ha de enajenarse, su 
avalúo, y el lugar, días y horas en que han de 
celebrarse las tres almonedas, haciéndose la 
publicación en los lugares de costumbre y en el 
periódico oficial, si lo hubiere. 

8. En dichas almonedas se tendrán por 
buenas las posturas que ofrezca una tercera parte 
del avalúo en dinero efectivo y otra tercera parte 
en créditos de la deuda nacional reconocida,
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cualquiera que sea su origen o denominación. La 
base de entregar la tercera parte en dinero será 
inalterable, y las pujas deberán hacerse 
únicamente sobre la parte que ha de darse en 
créditos, admitiéndose como mejor postura la 
que ofrezca mayor cantidad de éstos. 

9. Desde la primera almoneda se hará el 
remate, si en ella hubiere postura admisible, y si 
no se presenta ésta en las tres almonedas, el jefe 
de la oficina del Distrito Federal y los jefes de 
hacienda o los administradores de rentas en los 
Estados, aceptarán después en lo privado la 
primera postura admisible que se les presente. 

10. El pago de los valores de los remates 
que se verifiquen con arreglo a los cuatro 
artículos anteriores, así en la parte de numerario 
como en la de créditos, deberá hacerse en el acto 
que se firme la escritura respectiva; pero también 
podrá el gobierno, en todos los casos en que lo 
juzgue conveniente, admitir que la parte de 
numerario quede reconociéndose sobre el mismo 
edificio o fracción que se enajena, por el término 
de cinco o nueve años y con el rédito de seis por 
ciento anual. Sin embargo de lo dispuesto en este 
artículo, se dará preferencia en las almonedas a 
las posturas en que se ofrezca exhibir de contado 
la parte de numerario, cuando estén en igualdad 
de precios, incluyendo la parte de créditos con
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las que pretendan quedar a reconocer aquella. La 
parte de créditos deberá en todos los casos 
exhibirse cuando se otorgue la escritura. 

11. Todos los capitales que se reconozcan 
en favor del clero secular y regular, ya sea que 
procedan de imposiciones hechas antes de la ley 
de 25 de Junio de 1856, o de las adjudicaciones, 
ventas convencionales o remates que en virtud 
de ella se hayan celebrado hasta la fecha de la 
publicación de esta ley, podrán ser redimidos 
por los actuales censatarios en esta forma: tres 
quintas partes en títulos o créditos de la deuda 
nacional, cualesquiera que sean su origen y 
denominación, y dos quintas partes en dinero 
efectivo, pagaderas en abonos mensuales, y por 
partes iguales, durante cuarenta meses, contados 
desde la en que se haga el contrato de redención. 

12. Para que dichos censatarios pueden 
disfrutar la gracia que se les concede en el 
artículo anterior, deberán ocurrir a la oficina de 
hacienda respectiva de las que se citan en esta 
ley, y antes de treinta días contados desde el de 
su publicación, a manifestar su voluntad de 
redimir la cantidad que reconozcan, entregando 
la parte de créditos correspondientes y una 
obligación de pagar la parte de numerario en los 
términos que expresa el mencionado artículo 
anterior.
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13. Estas obligaciones serán al portador y 
conservarán la misma hipoteca del capital que ha 
de redimirse, haciéndose constar esta 
circunstancia en el documento, y anotándose la 
escritura respectiva, la cual no se cancelará sino 
cuando se haga constar que ha sido cumplida en 
todas sus partes aquella obligación ante el jefe de 
la oficina de hacienda respectiva, quien librará 
entonces la orden correspondiente para la 
cancelación. 

14. En los lugares foráneos en donde no 
haya crédito de la deuda nacional, podrán los 
jefes de las oficinas de hacienda a quienes 
corresponda, admitir una obligación de que 
serán entregados dentro de un término prudente, 
según la distancia, ya en la capital del Estado a 
que pertenezcan, o ya en la capital de la 
República, cuando aquella vuelva al orden legal. 
Estas obligaciones se remitirán al jefe de 
hacienda respectivo, o a la oficina del Distrito 
Federal, para que sean recogidos o inutilizados 
los créditos en la forma que previene la ley. 

15. Si transcurrieren los treinta días de que 
habla el art. 12 sin que los actuales censatarios 
hayan ocurrido a hacer la redención de los 
capitales que reconocen, se tendrá por 
renunciado su derecho, y se admitirá la 
redención al primero que la solicite dentro de los
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diez días siguientes, subrogándose éste en lugar 
del erario. Para los efectos de este artículo, la 
oficina especial del Distrito y las jefaturas 
superiores y demás oficinas de hacienda 
encargadas de la ejecución de esta ley, publicarán 
en los periódicos, si los hay, o en los lugares de 
costumbre, una relación de todas las 
imposiciones que deben redimirse en su 
respectiva demarcación, y cada semana 
publicarán también, del mismo modo, una 
noticia de las que durante ella se rediman. De 
ésta y de la otra se mandarán copias, por los 
conductos respectivos, al Ministerio de 
Hacienda. 

16. Los que, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo anterior, se subroguen en lugar del 
erario, pagarán el capital que rediman en los 
mismos términos prevenidos para los actuales 
censatarios, con la sola diferencia de que su 
obligación, para cubrir la parte de numerario, 
deberá ser afianzada a satisfacción del jefe de la 
oficina de hacienda respectiva. 

17. Una vez transcurrido el plazo de los 
diez días, el jefe de la oficina especial del Distrito, 
y los jefes de hacienda, administradores o 
receptores de rentas en sus respectivas 
demarcaciones, procederán a vender, en subasta 
pública, los capitales impuestos, observando
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para las almonedas las mismas prevenciones que 
contiene el art. 7o. de esta ley. 

18. En estas almonedas se tendrá por buena 
postura la que ofrezca entregar en numerario, en 
los plazos señalados en el art. 11, las dos quintas 
partes del capital que se ponga en remate, y las 
otras tres quintas en créditos, debiendo hacerse 
las pujas sobre éstos y no sobre la parte de dinero 
efectivo. 

19. Las obligaciones que sobre el pago de 
numerario otorguen los que rematen capitales 
impuestos, conforme al artículo anterior, deberán 
ser afianzados a satisfacción del jefe de la oficina 
de hacienda respectiva, y la parte de créditos 
deberá exhibirse en el acto de otorgarse la 
escritura. 

20. En la misma forma y términos que 
expresan los artículos anteriores, con la sola 
diferencia de que servirán de base para los 
remates, los avalúos o declaraciones hechas 
anteriormente para el pago de contribuciones, se 
procederá a vender, en subasta pública, todas las 
fincas que, con diversos títulos, ha administrado 
el clero regular y secular, y que a la fecha de la 
publicación de esta ley no hayan sido 
desamortizadas porque no se haya formalizado
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ni pedido la adjudicación de ellas, conforme a la 
ley de 25 de Junio de 1856. 

21. En estas enajenaciones, lo mismo que en 
las que tratan los arts. 6o., 7o., 8o. y 9o. de esta 
ley, todos los gastos serán pagados por el 
comprador. Mas en ninguno de los casos de la 
redención, subrogación, remates u otro acto 
oficial, podrán los jefes de las oficinas de 
hacienda de que habla esta ley, cobrar derechos a 
los interesados. Todas estas operaciones estarán 
libres del pago de alcabala. 

22. Los actuales censatarios que dentro de 
treinta días que les concede el art. 12, hagan la 
redención de capitales que reconozcan, quedarán 
exentos de pagar los réditos que a la fecha estén 
adeudando. En el caso de no hacerlo así, el 
gobierno ejercerá directamente su acción contra 
ellos por las sumas adeudadas; o las cederá, en 
virtud de convenio, a los que adquieran dichos 
capitales. 

23. Siempre que algunos de los que 
adquieran bienes de los que habla esta ley, ya por 
redención directa, o ya por subrogación y 
remate, no quieran disfrutar de los plazos que 
concede el art. 11 por la parte de dinero en 
efectivo, el gobierno admitirá su pago al contado,
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haciéndoles el descuento correspondiente por tal 
anticipación. 

24. Los que, por subrogación o remate, 
adquieran capitales impuestos de plazo 
cumplido, o que haya de cumplirse antes de un 
año, contado desde la fecha de esta ley, no 
podrán exigir su redención de los censatarios 
actuales antes de dicho año. Respecto de las 
imposiciones que tengan estipulado para la 
redención del capital un plazo que exceda del 
año, los que las adquieran en virtud de esta ley, 
deberán respetar los contratos, no exigiendo la 
redención sino a la fecha convenida en ellos. 

25. Los que, conforme al art. 20, adquieran 
fincas de las que debieron desamortizarse con 
arreglo a la ley de 25 de Junio de 1856, tendrán la 
obligación de respetar en sus actuales inquilinos 
los derechos que la misma ley les concedió. 

26. Las fincas rústicas que, en virtud de 
haber sido devueltas al clero por los 
arrendatarios que aparentaron adjudicárselas 
conforme a la citada ley de 25 de Junio, deben ser 
puestas en venta de nuevo, se dividirán en lotes 
de la extensión que juzgue más conveniente el 
gobernador del Estado respectivo. En la 
enajenación de estos lotes se preferirá a los 
actuales subarrendatarios y vecinos de la misma
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finca, y sólo en el caso de que éstos no hagan la 
adquisición en el término que para ello les fije el 
gobierno del Estado, se venderán al mejor postor, 
según lo prevenido en esta ley. 

27. Pasados los treinta días que por el art. 
11 se otorgan a los actuales censatarios para 
redimir por sí los capitales que reconozcan, y los 
diez días que por el artículo 17 se conceden a los 
que quieran subrogarse en lugar del erario, todo 
el que denuncie una imposición no redimida, y 
de que no tenga conocimiento la oficina de 
hacienda respectiva, tendrá derecho a subrogarse 
en lugar del erario, entregando el sesenta por 
ciento de su valor en títulos de la deuda pública, 
y el resto en dinero a los plazos que establece el 
citado art. 11. 

28. Los que denuncien fincas que no hayan 
sido desamortizadas conforme a la ley de 25 de 
Junio de 1856, y de que no tenga noticia la oficina 
de hacienda respectiva, tendrán el derecho a que 
se les adjudique por el valor declarado para el 
pago de contribuciones, o a falta de éste, por el 
que corresponda a la renta que actualmente 
ganen, entregando el setenta por ciento de su 
importe en créditos y el treinta en numerario, a 
los plazos que fija el repetido art. 11 de esta ley.
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29. La gracia que por los artículos 
anteriores se concede a los denunciantes, sólo 
tendrá lugar en el caso de que dentro de los 
veinte días siguientes al de la denuncia 
formalicen para sí o para la persona a quien 
representen la subrogación o adjudicación, en la 
forma que ellos previenen. Pasado este término 
sin que así lo verifiquen, perderán sus derechos 
en subasta pública los censos o fincas de que se 
trate, bajo las reglas prescritas en esta ley. 

30. Dichas denuncias se presentarán por 
escrito, en el Distrito Federal a la oficina que en 
él establezca el gobierno, y en los Estados a los 
jefes de hacienda, administradores o receptores 
de rentas en su respectiva demarcación. 

31. Respecto de los bienes que, conforme a 
esta ley, deben enajenarse en la parte de la 
República que se halla hoy bajo el dominio del 
gobierno usurpador de México, los actuales 
censatarios, o los que quieran sustituir a éstos, 
cada uno en su caso, se dirigirán al supremo 
gobierno constitucional para hacer la redención 
conforme a lo que esta misma ley dispone, y los 
contratos de estas operaciones se harán ante 
escribano público, reservando el anotar o 
cancelar las escrituras respectivas, para cuando 
vuelvan al órden las poblaciones en que se hallen 
los protocolos en que consten las imposiciones
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así redimidas. Transcurridos los plazos que para 
las redenciones conceden los artículos 12 y 15 de 
esta ley, el gobierno podrá disponer la venta de 
los bienes en subasta pública, cuando lo crea 
conveniente, en los términos prevenidos en el art. 
17. 

32. Para fijar las cantidades de capitales 
impuestos que han de conservar las 
comunidades de religiosas, conforme a los 
artículos 8, 17 y 18 de la ley de 12 del actual, si 
los mayordomos o capellanes de dichas 
comunidades no presentaren dentro de quince 
días una noticia del número de religiosas que 
han introducido su dote y el monto de dichos 
dotes, así como el presupuesto de los gastos 
anuales de que habla el citado art. 18, la oficina 
de hacienda a quien corresponda, en unión de la 
primera autoridad política del lugar, y con vista 
de los datos necesarios, fijará la suma que deba 
quedar a cada comunidad para ambos objetos, y 
señalará las imposiciones que a ellos hayan de 
aplicarse, poniéndolas a disposición del 
mayordomo o administrador de la comunidad, 
con su respectivo inventario. 

33. De la cantidad de numerario que 
produzcan al contado y a plazo las ventas y 
redenciones de los bienes todos de que habla esta 
ley, corresponderá a los Estados el veinte por
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ciento de lo vendido y redimido en sus 
respectivos territorios, quedando a su cargo el 
invertir este producto en la mejora de caminos y 
demás vías de comunicación, así como en otros 
objetos de notoria utilidad pública. Para hacer 
efectiva esta disposición, las jefaturas de 
hacienda en cada Estado cuidarán de entregar al 
tesoro del mismo la porción del numerario y 
obligaciones que le corresponda, a medida que se 
vayan recaudando. 

34. La oficina especial que se establezca en 
el Distrito, y las jefaturas de hacienda, 
administraciones y receptorías de rentas, 
disfrutarán el cinco por ciento del numerario que 
cada una de ellas colecte al contado o a plazos, en 
virtud de lo que dispone esta ley. El gobierno 
federal en el Distrito, y los gobernadores de los 
Estados en cada uno de ellos, dispondrán la 
distribución que ha de hacerse del cinco por 
ciento entre los empleados de dichas oficinas. 

35. Para la admisión y amortización que ha 
de hacerse de la deuda nacional, por lo dispuesto 
en esta ley, se observarán todas las reglas 
establecidas en las leyes vigentes de la materia, 
quedando autorizado el supremo gobierno para 
dictar cuantas medidas crea convenientes, con el 
objeto de asegurar los intereses de la nación, en 
todas las operaciones que conforme a esta misma
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ley han de ejecutarse. En ninguna de las 
operaciones que emanen de esta ley se admitirán 
como créditos contra el erario, los documentos 
expedidos por la Tesorería general de México, 
después del 16 de Diciembre de 1857, ni por 
ninguna de las oficinas que hayan estado o estén 
sometidas al llamado gobierno de la capital. 

36. A fin de evitar las ocultaciones que, con 
fraude de todo lo dispuesto en esta ley, pudieran 
verificarse, todos los escribanos públicos y los 
registradores de hipotecas deberán presentar a la 
oficina de hacienda a quien corresponda, dentro 
de los veinte días contados desde la publicación 
de esta ley, una noticia nominal de las 
imposiciones de capitales que consten en sus 
protocolos, correspondientes a los bienes que ella 
menciona. 

La falta de cumplimiento de esta 
disposición, será motivo de suspensión de oficio 
por uno o dos años, según la gravedad del caso. 

Por tanto, mando se imprima, publique, 
circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado 
en el palacio del gobierno nacional en Veracruz, 
a 13 de Julio de 1859. Benito Juárez. Al C. 
Miguel Lerdo de Tejada, Ministro de Hacienda y 
Crédito Público.
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Y lo comunico a Ud. , para su inteligencia y 
cumplimiento. Palacio del Gobierno Nacional 
de Veracruz, a 13 de Julio de 1859. Lerdo de 
Tejada.
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L LE EY Y D DE E M MA AT TR RI IM MO ON NI IO O C CI IV VI IL L 
( (j  j u ul l i io o 2 23 3 d de e 1 18 85 59 9) ) 

Ministerio de Justicia é Instruccion pública. 
 Excmo. Sr. El Excmo. Sr. presidente interino 
constitucional de la República, se ha servido 
dirigirme el decreto que sigue: 

El C. Benito Juárez, presidente interino 
constitucional de los Estados­Unidos Mexicanos, 
á todos sus habitantes, hago saber: que, 
considerando: 

Que por la independencia declarada de los 
negocios civiles del Estado, respecto de los 
eclesiásticos, ha cesado la delegacion que el 
soberano habia hecho al clero para que con solo
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su intervencion en el matrimonio, este contrato 
surtiera todos sus efectos civiles: 

Que reasumiendo todo el ejercicio del 
poder en el soberano, éste debe cuidar de que un 
contrato tan importante como el matrimonio, se 
celebre con todas las solemnidades que juzgue 
convenientes á su validez y firmeza, y que el 
cumplimiento de éstas le conste de un modo 
directo y auténtico: 

He tenido á bien decretar lo siguiente: 

1. El matrimonio es un contrato civil que se 
contrae lícita y válidamente ante la autoridad 
civil. Para su validez bastará que los 
contrayentes, prévias las formalidades que 
establece esta ley, se presenten ante aquella y 
expresen libremente la voluntad que tienen de 
unirse en matrimonio. 

2. Los que contraigan el matrimonio de la 
manera que expresa el artículo anterior, gozan 
todos los derechos y prerrogativas que las leyes 
civiles les conceden á los casados. 

3. El matrimonio civil no puede celebrarse 
más que por un solo hombre con una sola mujer. 
La bigamia y la poligamia continúan prohibidas 
y sujetas á las mismas penas que les tienen 
señaladas las leyes vigentes.



46 

4. El matrimonio civil es indisoluble; por 
consiguiente, solo la muerte de alguno de los 
cónyuges es el medio natural de disolverlo; pero 
podrán los casados separarse temporalmente por 
alguna de las causas expresadas en el art. 20 de 
esta ley. Esta separacion legal no los deja libres 
para casarse con otras personas. 

5. Ni el hombre ántes de catorce años, ni la 
mujer ántes de doce, pueden contraer 
matrimonio. En casos muy graves y cuando el 
desarrollo de la naturaleza se anticipe á esta 
edad, podrán los gobernadores de los Estados y 
el del Distrito, en su caso, permitir el matrimonio 
entre estas personas. 

6. Se necesita para contraer matrimonio, la 
licencia de los padres, tutores ó curadores, 
siempre que el hombre sea menor de veintiun 
años, y la mujer menor de veinte. Por padres 
para este efecto, se entenderá tambien los 
abuelos paternos. A falta de padres, tutores ó 
curadores, se ocurrirá á los hermanos mayores. 
Cuando los hijos sean mayores de veintiun años, 
pueden casarse sin la licencia de las personas 
mencionadas. 

7. Para evitar el irracional disenso de los 
padres, tutores, curadores ó hermanos, 
respectivamente, ocurrirán los interesados á las
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autoridades políticas, como lo dispone la ley de 
23 de Mayo de 1837, para que se les habilite de 
edad. 

8. Son impedimentos para celebrar el 
contrato civil del matrimonio, los siguientes: 

I. El error, cuando recae esencialmente 
sobre la persona. 

II. El parentesco de consanguinidad 
legítimo ó natural, sin limitacion de grado en la 
línea recta ascendente ó descendente. En la línea 
colateral igual, el impedimento se extiende 
solamente á los tios y sobrinas, ó al contrario, 
siempre que estén en el tercer grado. La 
calificacion de estos grados se hará siguiendo la 
computacion civil. 

III. El atentar contra la vida de alguno de 
los casados, para casarse con el que quede libre. 

IV. La violencia ó la fuerza, con tal que sea 
tan grave y notoria que baste para quitar la 
libertad del consentimiento. 

V. Los esponsales legítimos, siempre que 
consten por escritura pública y no se disuelvan 
por el mútuo disenso de los mismos que los 
contrajeron. 

VI. La locura constante é incurable.
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VII. El matrimonio celebrado ántes 
legítimamente con persona distinta de aquella 
con quien se pretenda contraer. 

Cualquiera de estos impedimentos basta 
para que no se permita la celebracion del 
matrimonio, ó para dirimirlo en el caso de que 
existiendo alguno de ellos se haya celebrado, 
ménos el error sobre la persona, que puede 
salvarse ratificando el consentimiento despues 
de conocido error. 

9. Las personas que pretendan contraer 
matrimonio, se presentarán á manifestar su 
voluntad al encargado del registro civil del lugar 
de su residencia. Este funcionario levantará una 
acta en que conste el nombre de los 
pretendientes, su edad y domicilio, el nombre de 
sus padres y abuelos de ambas líneas, haciendo 
constar que los interesados tienen deseo de 
contraer matrimonio. De esta acta, que se 
asentará en un libro, se sacarán copias que se 
fijarán en los parajes públicos. Por quince dias 
contínuos permanecerá fijada la acta en los 
lugares públicos, á fin de que llegando á noticia 
del mayor número posible de personas, 
cualquiera pueda denunciar los impedimentos 
que sepa tienen los que pretenden el matrimonio. 
Cuando se trate de personas que no tienen
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domicilio fijo, la acta permanecerá en los parajes 
públicos por dos meses. 

10. Pasados los términos que señala el 
artículo anterior, y no habiéndose objetado 
impedimento alguno á los pretendientes, el 
oficial del registro civil lo hará constar así, y á 
peticion de las partes se señalará el lugar, dia y 
hora en que debe celebrarse el matrimonio. Para 
este acto se asociará con el alcalde del lugar y 
procederá de la manera y forma que se expresa 
en el art. 15. 

11. Si dentro del término que señala el 
artículo anterior, se denunciase algun 
impedimento de los expresados en el art. 8°, el 
encargado del registro civil lo hará constar, y 
ratificará simplemente á la persona que lo 
denunciare. Practicada esta diligencia, remitirá la 
denuncia ratificada al juez de primera instancia 
del partido, para que haga la calificacion 
correspondiente. 

12. Luego que el juez de primera instancia 
del partido reciba el expediente, ampliará la 
denuncia, y recibirá en la forma legal cuantas 
pruebas estime convenientes para esclarecer la 
verdad, inclusas las pruebas que la parte 
ofendida presente. La práctica de estas 
diligencias no deberá demorar más de tres dias, á
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no ser que alguna prueba importante tenga que 
rendirse fuera del lugar, en cuyo caso el juez 
prudentemente concederá para rendirla el menor 
tiempo posible. 

13. En caso de resultar, por plena 
justificacion, legítimo el impedimento alegado, 
declarará que las personas no pueden contraer 
matrimonio, y así lo notificará á las partes. De 
esta declaracion solo habrá lugar al recurso de 
responsabilidad. Luego que se haga á las partes 
la notificacion expresada, la comunicará tambien 
al encargado del registro civil, de quien recibió el 
expediente, para que la haga constar al calce de 
la acta de presentacion. 

14. Cuando no resulte probado el 
impedimento, hará la declaracion 
correspondiente, la notificará á las partes, y la 
comunicará al encargado del registro civil, para 
que proceda al matrimonio. 

15. El dia designado para celebrar el 
matrimonio, ocurrirán los interesados al 
encargado del registro civil, y éste, asociado del 
alcalde del lugar y dos testigos más por parte de 
los contrayentes, preguntará á cada uno de ellos, 
expresándolo por su nombre, si es su voluntad 
unirse en matrimonio con el otro. Contestando 
ambos por la afirmativa, les leerá los arts. 1°, 2°,
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3° y 4° de esta ley, y haciéndoles presente que 
formalizada ya la franca expresion del 
consentimiento y hecha la mútua tradicion de las 
personas, queda perfecto y concluido el 
matrimonio, les manifestará: Que éste es el único 
medio moral de fundar la familia, de conservar la 
especie y de suplir las imperfecciones del 
individuo que no puede bastarse á sí mismo para 
llegar á la perfeccion del género humano. Que 
éste no existe en la persona sola sino en la 
dualidad conyugal. Que los casados deben ser y 
serán sagrados el uno para el otro, aun más de lo 
que es cada uno para sí. Que el hombre cuyas 
dotes sexuales son principalmente el valor y la 
fuerza, deber dar, y dará á la mujer, proteccion, 
alimento y direccion, tratándola siempre como á 
la parte más delicada, sensible y fina de sí 
mismo, y con la magnanimidad y benevolencia 
generosa que el fuerte debe al débil, 
esencialmente cuando este débil se entrega á él, y 
cuando por la sociedad se le ha confiado. Que la 
mujer, cuyas principales dotes son la abnegacion, 
la belleza, la compasion, la perspicacia y la 
ternura, debe dar y dará al marido obediencia, 
agrado, asistencia, consuelo y consejo, tratándolo 
siempre con la veneracion que se debe á la 
persona que nos apoya y defiende, y con la 
delicadeza de quien no quiere exasperar la parte 
brusca, irritable y dura de sí mismo. Que el uno y
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el otro se deben y tendrán respeto, deferencia, 
fidelidad, confianza y ternura, y ambos 
procurarán que lo que el uno se esperaba del otro 
al unirse con él, no vaya á desmentirse con la 
union. Que ambos deben prudenciar y atenuar 
sus faltas. Que nunca se dirán injurias, porque las 
injurias entre los casados, deshonran al que las 
vierte, y prueban su falta de tino ó de cordura en 
la eleccion, ni mucho ménos se maltratarán de 
obra, porque es villano y cobarde abusar de la 
fuerza. Que ambos deben prepararse con el 
estudio y amistosa y mútua correccion de sus 
defectos, á la suprema magistratura de padres de 
familia, para que cuando lleguen á serlo, sus 
hijos encuentren en ellos buen ejemplo y una 
conducta digna de servirles de modelo. Que la 
doctrina que inspiren á estos tiernos y amados 
lazos de su afecto, hará su suerte próspera ó 
adversa; y la felicidad ó desventura de los hijos 
será la recompensa ó el castigo, la ventura ó la 
desdicha de los padres. Que la sociedad bendice, 
considera y alaba á los buenos padres, por el 
gran bien que le hacen dándoles buenos y 
cumplidos ciudadanos; y la misma, censura y 
desprecia debidamente á los que, por abandono, 
por mal entendido cariño, ó por su mal ejemplo, 
corrompen el depósito sagrado que la naturaleza 
les confió, concediéndoles tales hijos. Y por 
último, que cuando la sociedad ve que tales
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personas no merecian ser elevadas á la dignidad 
de padres, sino que solo debian haber vivido 
sujetas á tutela, como incapaces de conducirse 
dignamente, se duele de haber consagrado con 
su autoridad la union de un hombre y una mujer 
que no han sabido ser libres y dirigirse por sí 
mismos hácia el bien. 

16. Cuando alguno de los contrayentes 
negare su consentimiento en el acto de ser 
interrogado, todo se suspenderá, haciéndose 
constar así . 

17. Concluido el acto del matrimonio, se 
levantará el acta correspondiente, que firmarán 
los esposos y sus testigos, y que autorizará el 
encargado del registro civil y el alcalde asociado, 
asentándola en el libro correspondiente. De esta 
acta dará á los esposos, si lo pidiesen, testimonio 
en forma legal. 

18. Este documento tiene fuerza legal para 
probar plenamente en juicio y fuera de él, 
matrimonio legítimamente celebrado. 

19. Siempre que pasen seis meses del acto 
de la presentacion al acto del matrimonio, se 
practicarán nuevamente todas las diligencias, 
quedando sin valor las que ántes se hubieren 
practicado.
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20. El divorcio es temporal, y en ningun 
caso deja hábiles á las personas para contraer 
nuevo matrimonio, miéntras viva alguno de los 
divorciados. 

21. Son causas legítimas para el divorcio: 

I. El adulterio, ménos cuando ambos 
esposos se hayan hecho reos de este crímen, ó 
cuando el esposo prostituya á la esposa con su 
consentimiento; mas en caso de que lo haga por 
la fuerza, la mujer podrá separarse del marido 
por decision judicial, sin perjuicio de que éste sea 
castigado conforme á las leyes. Este caso, así 
como el de concubinato público del marido, dan 
derecho á la mujer para entablar la accion de 
divorcio por causa de adulterio. 

II. La acusacion de adulterio hecha por el 
marido á la mujer, ó por ésta á aquel, siempre 
que no la justifiquen en juicio. 

III. El concúbito con la mujer, tal que 
resulte contra el fin esencial del matrimonio. 

IV. La induccion con pertinacia al crímen, 
ya sea que el marido induzca á la mujer, ó ésta á 
aquel. 

V. La crueldad excesiva del marido con la 
mujer, ó de ésta con aquel.
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VI. La enfermedad grave y contagiosa de 
alguno de los esposos. 

VII. La demencia de uno de los esposos, 
cuando ésta sea tal, que fundadamente se tema 
por la vida del otro. En todos estos casos, el 
ofendido justificará en la forma legal su accion 
ante el juez de primera instancia competente, y 
éste, conociendo el juicio sumario, fallará 
inmediatamente que el juicio esté perfecto, 
quedando en todo caso á la parte agraviada el 
recurso de apelacion y súplica. 

22. El tribunal superior á quien 
corresponda, sustanciará la apelacion con 
citacion de las partes é informes á la vista, y ya 
sea que confirme ó revoque la sentencia del 
inferior, siempre tendrá lugar la súplica, que se 
sustanciará del mismo modo que la apelacion. 

23. La accion de adulterio es comun al 
marido y á la mujer en su caso. A ninguna otra 
persona le será lícito ni aun la denuncia. 

24. La accion de divorcio es igualmente 
comun al marido y á la mujer en su caso. Cuando 
la mujer intente esta accion ó la de adulterio 
contra el marido, podrá ser amparada por sus 
padres ó abuelos de ambas líneas.



56 

25. Todos los juicios sobre validez ó 
nulidad del matrimonio, sobre alimentos, 
comunidad de intereses, gananciales, restitucion 
de dote, divorcio y cuantas acciones tengan que 
entablar los casados, se ventilarán ante el juez de 
primera instancia competente. Los jueces, para la 
sustanciacion y decision de estos juicios, se 
arreglarán á las leyes vigentes. 

26. Los testigos que declaren con falsedad 
en la informacion de que trata el art. 12 de esta 
ley, serán castigados con la pena de dos años de 
presidio. Los denunciantes que no justifiquen la 
denuncia, serán castigados con un año de 
presidio, y si la denuncia resultare calumniosa, 
sufrirán tres años de presidio. 

27. En la imposicion de las penas que 
establece el artículo anterior, nunca se usará de 
arbitrio judicial. 

28. Los juicios que se sigan contra las 
personas que expresa el art. 26, serán sumarios. 
De la sentencia que en ellos pronuncien los 
tribunales competentes, habrá lugar á la 
apelacion, que se sustanciará con citacion y 
audiencia de los reos. Si la sentencia de vista 
fuere de toda conformidad con la de primera 
instancia, causará ejecutoria. En caso contrario,
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habrá lugar á la súplica, que se sustanciará como 
la apelacion. 

29. El juicio de responsabilidad intentado 
contra el juez de primera instancia por las 
declaraciones que haga en la materia de 
impedimentos, conforme á la facultad que le 
concede el art. 13, se seguirá del modo que lo 
mandan las leyes vigentes, y la pena que se 
imponga será la de destitucion de empleo é 
inhabilidad perpétua para ejercer cargo alguno 
del ramo judicial en toda la República. 

30.­ Ningun matrimonio celebrado sin las 
formalidades que prescribe esta ley, será 
reconocido como verdadero legítimo para los 
efectos civiles; pero los casados conforme a ella, 
podrán, si lo quieren, recibir las bendiciones de 
los ministros de su culto. 

31.­ Esta ley comenzará á tener efecto en 
cada lugar luego que en él se establezca la oficina 
del registro civil. 

Por tanto, mando se imprima, publique, 
circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado 
en el palacio del gobierno general de la H. 
Veracruz, julio 23 de 1859.  Benito Juárez.  Al 
C. Lic. Manuel Ruiz, ministro de Justicia é 
Instruccion pública.



58 

Y lo comunico á vd. para su inteligencia y 
cumplimiento. Palacio del gobierno general en 
Veracruz, julio 23 de 1859. Ruiz.
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L LE EY Y O OR RG GA AN NI IC CA A D DE EL L R RE EG GI IS S T TR RO O C CI IV VI IL L 
( (j  j u ul l i io o 2 28 8 d de e 1 18 85 59 9) ) 

Excmo. Sr. El Excmo. Sr. presidente 
interino constitucional de la República, se ha 
servido dirigirme el decreto que sigue: 

El C. Benito Juárez, presidente interino 
constitucional de los Estados­Unidos Mexicanos, 
á los habitantes de la República: 

Considerando que para perfeccionar la 
independencia en que deben permanecer 
recíprocamente el Estado y la Iglesia, no puede 
ya encomendarse á ésta por aquel el registro que 
habia tenido del nacimiento, matrimonio y 
fallecimiento de las personas, registros cuyos 
datos eran los únicos que servian para establecer
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en todas las aplicaciones prácticas de la vida el 
estado civil de las personas: 

Que la sociedad civil no podrá tener las 
constancias que más le importan sobre el estado 
de las personas, si no hubiese autoridad ante la 
que aquellas se hiciesen registrar y hacer valer; 

Ha tenido á bien decretar lo siguiente 

L LE EY Y S S O OB BR RE E E EL L E ES ST TA AD DO O C CI IV VI IL L 
D DE E L LA AS S P PE ER RS S O ON NA AS S 

Disposiciones generales 

Art. 1. Se establecen en toda la República 
funcionarios que se llamarán Jueces del estado civil, 
y que tendrán á su cargo la averiguacion y modo 
de hacer constar el estado civil de todos los 
mexicanos y extranjeros residentes en el 
territorio nacional, por cuanto concierne á su 
nacimiento, adopcion, arrogacion, 
reconocimiento, matrimonio y fallecimiento. 

2. Los gobernadores de los Estados, Distrito 
y Territorios, designarán, sin pérdida de
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momento, las poblaciones en que deben residir 
los jueces del estado civil, el número que de ellos 
debe haber en las grandes ciudades y la 
circunscripcion del radio en que deben ejercer 
sus actos; cuidando de que no haya punto alguno 
de sus respectivos territorios en el que no sea 
cómodo y fácil, así á los habitantes como á los 
jueces, el desempeño pronto y exacto de las 
prescripciones de esta ley. 

3. Los jueces del estado civil serán mayores 
de treinta años, casados ó viudos y de notoria 
probidad; estarán exentos del servicio de la 
guardia nacional, ménos en los casos de sitio 
riguroso, de guerra extranjera en el lugar en que 
residan, y de toda carga concejil. 

En las faltas temporales de los jueces del 
estado civil serán éstos reemplazados por la 
primera persona que desempeñare las funciones 
judiciales del lugar, en primera instancia. 

A juicio de los gobernadores de los Estados, 
Distrito y Territorios, juzgarán y calificarán los 
impedimentos sobre el matrimonio, sin 
necesidad de ocurrir al juez de primera instancia, 
y celebrarán aquél sin asociarse con el alcalde del 
lugar, si por sus conocimientos son dignos de 
ello. Los gobernadores determinarán estas
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facultades en los nombramientos que de tales 
jueces expidan. 

Los jueces del estado civil que no tengan 
declaradas desde su nombramiento estas 
facultades, podrán adquirirlas con el buen 
desempeño de sus funciones y la instruccion que 
en él mismo adquieran, en cuyo caso pedirán al 
gobernador la autorizacion correspondiente; 
pero mientras no se les declare el uso de tales 
facultades, deberán remitir al juez de primera 
instancia el conocimiento de los casos de 
impedimento, segun al art. 11 de la ley de 23 de 
Julio de 1859, y se asociarán al alcalde del lugar, 
conforme al art. 15 de la misma ley. 

Tales artículos se declararán así 
transitorios. 

4. Los jueces del estado civil llevarán por 
duplicado tres libros, que se denominarán: 
Registro Civil, y se dividirán en: 1° Actas de 
nacimiento, adopcion, reconocimiento y 
arrogacion. 2° Actas de matrimonio; y 3° Actas 
de fallecimiento. En uno de estos libros se 
sentarán las actas originales de cada ramo, y en 
el otro se irán haciendo las copias del mismo. 

5. Todos los libros del Registro Civil serán 
visados en su primera y última foja por la 
primera autoridad política del canton,
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Departamento ó Distrito, y autorizadas por la 
misma con su rúbrica en todas sus demás fojas. 
Se renovarán cada año, y el ejemplar original de 
cada uno de ellos quedará en el archivo del 
Registro Civil, así como los documentos sueltos 
que les correspondan; remitiéndose el primer 
mes del año siguiente á los gobiernos de los 
respectivos Estados, Distrito y Territorios los 
libros de copia que de cada uno de los libros 
originales ha de llevarse en la oficina del Registro 
Civil. 

6. El juez del estado civil que no cumpliere 
con la prevencion de remitir oportunamente las 
copias de que habla el artículo anterior, á los 
gobiernos de los Estados, Distrito y Territorios, 
será destituido de su cargo. 

7. En las actas del Registro Civil se hará 
constar el año, dia y hora en que se presenten los 
interesados, los documentos en que consten los 
hechos que se han de hacer registrar en ellas, y 
los nombres, edad, profesion y domicilio, en 
tanto como sea posible, de todos los que en ellos 
sean nombrados. 

8. Nada podrá insertarse en las actas, ni por 
vía de nota ó advertencia, sino lo que deba ser 
declarado por los que comparecen para 
formarlas.



64 

9. Para los casos en que los interesados no 
puedan concurrir personalmente, podrán hacerse 
representar por un encargado, cuyo 
nombramiento conste por escrito y que se 
archivará despues de haberlo citado en el acta. 

10. Los testigos que intervengan en los 
actos del estado civil serán mayores de diez y 
ocho años, prefiriéndose los interesados en el 
acto, sean ó no parientes. 

11. Sentada en el libro el acta de lo que se 
trate, será leida por el juez del estado civil á los 
interesados y testigos, firmándose por todos, y 
anotándose que la lectura se hizo y que con ella 
quedaron conformes los interesados. Si entre 
ellos algunos no firman, se sentará nota del 
motivo por que no lo hacen. 

12. Las actas serán escritas la una despues 
de la otra sin dejar entre ellas ningun renglon 
entero en blanco, y tanto el número ordinal de 
ellas, como el de las fechas, estarán escritos con 
todas sus letras, sin que sea lícito poner por 
abreviatura ninguna de las palabras de las actas, 
y salvando al fin de ellas con toda claridad las 
entrerrenglonaduras, lo testado y tachado, si por 
accidente lo ha habido. Las tachas se harán con 
simples líneas que impidan borrones y defectos 
para el servicio de la foja, y no se hará ninguna
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raspadura. Solo en las actas de representacion de 
matrimonio se dejarán cuatro renglones en 
blanco para los usos que explica el art. 32 de esta 
ley; práctica transitoria que solo durará hasta que 
en todos los puntos donde deba haber jueces del 
estado civil, éstos tengan todas las facultades 
necesarias, pues desde ahora, en los registros 
civiles llevados por los jueces que tengan todas 
sus facultades, los registros se llevarán conforme 
á la regla de que cada acta siga á la otra sin 
renglones blancos intermedios, y la prevencion 
del art. 13 de la ley de 23 de Julio, sobre que 
conste al calce de la acta de presentación; la de 
impedimento se declara transitoria. 

13. Las raspaduras, aplicaciones de ácidos, 
así como toda alteracion, toda falsificacion en las 
actas del Registro Civil ó en las copias que de 
ellas se den á las partes: toda inscripcion de estas 
actas hechas sobre una hoja que quede suelta ó 
de otro modo que no sea sobre los registros 
destinados á ellas, serán castigadas con la 
destitucion, si el autor fuere el juez del estado 
civil. Si no fuere él, será su obligacion probar que 
otro lo hizo. Este otro y él, serán además 
responsables para con las partes interesadas por 
los daños y perjuicios que de tales faltas se les 
siga, y por último, serán castigados con las penas 
que á los falsarios imponen las leyes.



66 

14. Los apuntes dados por los interesados, 
así como los documentos en virtud de los cuales 
hayan obrado algunos, se coleccionarán y 
anotarán por el juez del estado civil y se 
depositarán cada año con el ejemplar que ha de 
quedarse en el archivo del Registro Civil. 

15. Toda persona puede hacerse dar 
testimonio de cualquiera de las actas del Registro 
Civil. Estos testimonios harán plena fé y 
producirán todos los efectos civiles. 

16. Para establecer el estado civil de los 
mexicanos nacidos, casados ó muertos fuera de la 
República, serán bastantes las constancias que de 
estos actos presenten los interesados, siempre 
que estén tales actos conformes con las leyes del 
país en que se hayan verificado, y que se hayan 
hecho constar en el Registro Civil. 

17. Los gobernadores de los Estados  y del 
Distrito, y el jefe político del Territorio, 
impondrán en sus respectivas demarcaciones 
una contribucion indirecta para dotar á los jueces 
del estado civil. Les servirá de base el mayor ó 
menor trabajo que se tenga en las actas de este 
Registro, y proporcionalmente á tal trabajo 
fijarán las cuotas de la contribución, que pagarán 
los que ocupen al juez para tal trabajo del estado 
civil.
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Exceptuarán de todo pago, en las cosas 
necesarias para la validez de los actos á los 
pobres; teniendo por tales, y para solo los efectos 
de esta ley, á los que vivan de solo un jornal que 
no exceda de cuatro reales diarios. 

Cuidarán de que las cuotas sean módicas y 
de que el arancel que de ellas se forme esté 
impreso y fijo en lugar aparente y de fácil acceso 
en la casa municipal y en la del juez del estado 
civil. 

El papel en que se certifiquen las actas para 
los interesados que de ellas quieran constancias, 
valdrá cuatro reales el medio pliego, y estará 
marcado especialmente para ellas é impreso 
conforme al modelo que sigue de este artículo. Se 
ministrará por los gobernadores á los jueces del 
estado civil, para cuya dotacion en parte se 
establece este sello, y estos llevarán cuenta de sus 
rendimientos, así como de la contribucion, y 
remitirán esta cuenta cada año á sus gobiernos al 
mismo tiempo que el libro copia de las actas del 
Registro Civil.
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MODELO PARA EL PAPEL DE CERTIFICADOS DE 
QUE HABLA EL ART. 17 

Para certificados de las actas del Registro Civil. 
Año de......... 

En nombre de la República de México y como juez del 
estado civil de ese lugar, hago saber á los que la 
presenten vieren y certifico ser cierto, que en el libro 
número........ del Registro Civil que es á mi cargo, á la 
foja........ se encuentra sentada una acta del tenor 
siguiente. 

De las actas de nacimiento 

18. Las declaraciones de nacimiento se 
harán en los quince dias que siguen al parto, 
siendo presentado el niño al juez del estado civil. 
En las poblaciones donde no haya establecido el 
Registro civil, el niño será presentado al que 
ejerza la autoridad local, y éste dará la constancia 
respectiva, que los interesados llevarán al juez 
del estado civil para que asiente el acta 
respectiva.
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19. El nacimiento del niño será declarado 
por el padre: en defecto de éste por los médicos ó 
cirujanos que hayan asistido al parto, ó por las 
parteras; en defecto de todos éstos, por aquel en 
cuya casa se haya verificado el parto. El acta de 
esta presentacion se asentará inmediatamente 
con dos testigos. 

20. Contendrá esta acta el dia, la hora y 
lugar de nacimiento, el sexo del niño, el nombre 
que se le ponga, el nombre, apellido y residencia 
de los padres ó de la madre cuando no haya más 
que ésta; el nombre y apellido de los testigos. 
Cuando la madre no quiera manifestar su 
nombre, se pondrá la nota de que el niño es de 
padres no conocidos. 

21. Toda persona que encontrare un niño 
recien nacido, está obligada á llevarlo al juez del 
estado civil, así como los vestidos ó cualesquiera 
otros efectos encontrados con el niño, y á 
declarar todas las circunstancias de tiempo y de 
lugar en que lo haya encontrado. 

22. De todo esto se levantará una acta bien 
pormenorizada en la que consten, además, la 
edad aparente del niño, su sexo, el nombre que 
se le ponga y el de la persona que de él se 
encarga.
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23. Cuando un juez decida sobre la 
adopcion, arrogacion ó reconocimiento de un 
niño, avisará al juez del estado civil para que 
inscriba sobre los registros una acta, y en ella se 
hará mencion de la del nacimiento, si la hay. 

24. Sobre los nacimientos que se verifiquen 
á bordo de algun buque costanero ó de alta mar, 
los interesados harán extender un certificado del 
acto, en que conste la hora, dia, mes y año del 
nacimiento, el sexo del niño, el nombre ó apellido 
y domicilio habitual, si se sabe, de los padres ó 
de la madre, y pedirán que lo autorice el capitan 
ó patron, si es posible, ó dos testigos más de los 
que se encuentren á bordo, anotándose si no las 
hay, esta circunstancia. En el primer punto 
poblado que toque de la costa de la República, 
los interesados entregarán tal constancia al juez 
del estado civil para que de ello siente acta, ó á la 
autoridad local, de quien será obligacion 
remitirlo al juez del estado civil. 

De las actas de matrimonio 

25. Las personas que pretendan contraer 
matrimonio, se presentarán ante el juez del 
estado civil, quien tomará sobre el registro nota 
de esta pretension, levantando de ella acta en que
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consten los nombres, apellidos, profesiones y 
domicilios de los padres y madres, así como la 
declaracion y nombres, edad y estado de dos 
testigos que presentarán cada parte, para hacer 
constar su aptitud para el matrimonio conforme 
á los requisitos que para poderlo contraer exige 
la ley de 23 de Julio de 1859. Tal acta será inscrita 
sobre el registro número 2, de que ya se ha 
hablado, y en ella constará además la licencia de 
los padres ó tutores, si alguno de los 
contrayentes fuese menor de edad, ó la dispensa 
correspondiente. 

26. Si de las declaraciones de los testigos 
consta la aptitud de los pretendientes, respecto 
por lo ménos de los principales requisitos para 
contraer matrimonio, se harán copias del acta, y 
de ellas se fijará la una en la casa del juez del 
estado civil en lugar bien aparente y de fácil 
acceso, y las otras dos en los lugares públicos de 
costumbre. Permanecerán fijas durante quince 
dias, y será obligacion del juez del estado civil 
reemplazarlas si por cualquier accidente se 
destruyen ó vuelven ilegibles. 

27. En el caso de que cualquiera de los 
pretendientes ó ambos no hayan tenido en los 
seis meses últimos el mismo domicilio, se 
remitirán copias del acta de presentacion á los 
anteriores domicilios. Pero si en ningun punto lo
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hubiesen tenido seis meses contínuos y del año 
anterior al dia de la presentacion, se les reputará 
para esto como vagos, y los anuncios ó copias del 
acta de presentacion durarán fijos en los lugares 
ya señalados, dos meses, en vez de los quince 
dias prescritos en el art. 26 de esta ley. 

28. A juicio de los gobernadores de los 
Estados, Distrito y Territorios, se podrán 
dispensar las publicaciones, cuando los 
interesados representen para ello razon bastante. 
Cuando se pida esta dispensa, el juez del estado 
civil sentará acta especial sobre ello, y con una 
copia certificada de esta acta ocurrirán los 
interesados al gobierno. 

29. Si dentro del término fijado en el art. 26 
de esta ley se denunciase al juez del estado civil 
algun impedimento contra un matrimonio 
anunciado, sentará de ello acta, en la que conste 
el nombre, apellido, edad y estado del 
denunciante, haciendo ratificar tal denuncia, ante 
dos testigos que con el denunciante firmarán el 
acta, anotándose en ella por qué no firma alguno, 
si tal es el caso. Practicada esta diligencia, 
remitirá al juez de primera instancia del Partido 
la denuncia ratificada, si hubiere sido hecha por 
escrito, ó copia del acta si hubiere sido verbal. En 
el primer caso sentará copia de ella en el acta.
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30. Cuando haya sido necesario librar 
copias del acta de presentacion á los jueces del 
estado civil de otros domicilios, para que en ellos 
se publiquen, éstos tendrán obligacion, pasados 
los términos de la publicacion, de dar testimonio 
del acta que levantarán sobre el hecho de no 
haberse interpuesto impedimento ó del resultado 
del que acaso se interpusiere. Sin haber recibido 
estas constancias y la certeza por ellas de que el 
matrimonio puede celebrarse, no podrán los 
jueces, ante quienes penda la presentacion, 
proceder al matrimonio. Estas constancias 
formarán parte del acta de que habla el artículo 
anterior. 

31. Los jueces del estado civil harán 
anotacion de los certificados que las partes les 
entregarán de que no hubo oposicion en los 
puntos á donde se mandaron fijar iguales 
anuncios, conforme á lo que dispone el art. 27 de 
esta ley. 

32. Pasados que sean los términos fijados 
por la citada ley de 12 de Julio, si el impedimento 
no hubiere resultado probado, ó si no lo hubiere 
habido, se hará constar cualquiera de estas dos 
circunstancias al calce del acta de presentacion, 
inutilizándose el resto de renglones en blanco, 
con dos líneas paralelas á ellos.
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33. Acto contínuo se levantará el acta 
correspondiente en que se repetirán estas 
constancias y la de que en otros domicilios no ha 
habido impedimento; y de acuerdo con los 
interesados señalará el juez del estado civil el 
lugar, dia y hora en que se ha de celebrar el 
matrimonio, siempre que fuere esto compatible 
con las atenciones habituales del juez del estado 
civil, pues si no, se verificará en la casa del juez á 
la hora que éste indique; pero el dia será siempre 
fijado por las partes. 

34. Cumplido lo que previene la lectura del 
art. 15 de la ley de 23 de Julio, ya citada, y el acto 
de matrimonio, se levantará inmediatamente una 
acta de él en que consten: 

I. Los nombres, apellidos, edad, 
profesiones, domicilios y lugar de nacimiento de 
los contrayentes. 

II. Si son mayores ó menores de edad. 

III. Los nombres, apellidos, profesiones y 
domicilios de los padres. 

IV. El consentimiento de los padres, 
abuelos, tutores, ó la habilitacion de edad. 

V. La constancia relativa á que hubo ó no 
impedimento, y si lo hubo, de que éste no fué 
declarado legítimo.
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VI. La declaracion de los esposos de 
tomarse y entregarse mútuamente por marido y 
mujer, su voluntad afirmada de unirse en 
matrimonio y la declaración que de haber 
quedado unidos, hará en nombre de la sociedad 
y conforme al art. 12 de la repetida ley de 23 de 
Julio, el juez del estado civil, luego que hayan 
pronunciado el sí que los une. 

VII. Los nombres, apellidos, edad, estado, 
profesiones y domicilio de los testigos, su 
declaracion sobre si son ó no parientes de los 
contrayentes, y si lo son, en qué grado y de qué 
línea. 

35. Los gobernadores de los Estados y 
Distrito y el jefe político del Territorio harán 
arancel de los derechos que por cada uno de 
estos actos deben pagar las partes, como lo harán 
de las que conciernen al nacimiento, arrogacion, 
subrogacion y reconocimiento de los hijos; 
procurando que las cuotas sean módicas. 
Ningunos derechos se cobrarán ni recibirán por 
las actas de fallecimiento. Comprenderán 
también en el arancel el precio de los certificados 
ó copias de las partidas; previniendo que á los 
pobres deben darse gratis. Se entiende por 
pobres para este solo efecto todos aquellos cuyo 
jornal no exceda cuatro reales. Estos certificados 
se extenderán en papel especial impreso para las
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generalidades de ellos. Tal papel reemplazará al 
del sello que la ley señale para tales constancias, 
y se pagará el valor de tal sello al juez del estado 
civil. Será obligacion de éste llevar cuenta de 
todos estos emolumentos. 

De las actas de fallecimiento 

36. El acta de fallecimiento se escribirá en el 
libro número 3 sobre las constancias que la 
autoridad dé en su aviso, ó sobre los datos que el 
juez del estado civil adquiera, y con éste será 
firmada por testigos, prefiriéndose, en tanto 
como sea posible, que éstos sean los más 
próximos parientes ó vecinos, ó en el caso de que 
la persona haya muerto fuera de su domicilio, 
uno de los testigos será aquel en cuya casa ha 
muerto, ó los vecinos más inmediatos. 

37. El acta de fallecimiento contendrá los 
nombres, apellido, edad y profesion que tuvo el 
muerto; los nombres y apellido del otro esposo, 
si la persona muerta era casada ó viuda, los 
nombres, apellidos, edad y domicilio de los 
testigos, y si son parientes, el grado en que lo 
fueron. Contendrá, además, en tanto como sea 
posible, los nombres, apellidos y domicilio del 
padre y de la madre del finado. Estas mismas
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noticias, en cuanto fuere posible, comprenderá el 
aviso que debe dar la autoridad local de los 
puntos en donde no haya Registro civil, al juez 
encargado de éste. 

38. En caso de muerte en los hospitales ú 
otras casas públicas, los superiores, directores, 
administradores ó dueños de estas casas, tienen 
obligacion de dar aviso de la muerte en las 
veinticuatro horas siguientes, al juez del estado 
civil, quien se asegurará prudentemente del 
fallecimiento y de él levantará acta, conforme al 
artículo precedente y sobre las declaraciones que 
se le hagan ó informes que tome. Se llevará, 
además, en dichos hospitales y casas un registro 
destinado á inscribir en él estas declaraciones y 
estas noticias. 

39. En los casos de muerte violenta se 
procederá conforme á las leyes, y el juez que de 
ello conozca dará noticia del resultado de sus 
averiguaciones al juez del estado civil. 

40. Los tribunales cuidarán de enviar en las 
veinticuatro horas siguientes de la ejecucion de 
los juicios que han causado pena de muerte, una 
noticia al juez del estado civil del lugar en donde 
la ejecucion se haya verificado. Esta noticia 
contendrá el nombre, apellido, profesión y edad 
del ejecutado.
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41. En caso de muerte en las prisiones ó 
casas de reclusion ó detencion, se dará aviso 
inmediatamente por los alcaides al juez del 
estado civil. 

42. En todos los casos de muerte violenta en 
las prisiones ó casas de detencion, ó de ejecucion 
de justicia, no se hará sobre los registros mencion 
de esta circunstancia, y las actas contendrán 
simplemente las formas prescritas en al art. 36. 

43. En caso de fallecimiento en un viaje de 
mar, se levantará acta en las veinticuatro horas 
siguientes, en presencia de dos testigos, los más 
caracterizados de los que se encuentren á bordo, 
y en el primer punto adonde toque el buque y 
haya comunicacion postal, se remitirá por el 
capitan ó patron al juez del estado civil ó á la 
autoridad local, la acta en que se habrán hecho 
constar, á más del nombre y apellido que tuvo el 
muerto, las noticias que haya sido posible 
adquirir sobre su edad, estado, familia, 
profesion, domicilio y lugar de su nacimiento. 

Por tanto, mando se imprima, publique, 
circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado 
en el palacio del gobierno general en la H. 
Veracruz, Julio 28 de 1859. Benito Juárez. Al 
C. Melchor Ocampo, ministro de Gobernacion.
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Y lo comunico á V. E. para su inteligencia y 
cumplimiento. Palacio del gobierno general en 
Veracruz, etc. Ocampo.
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D DE EC CR RE ET TO O D DE EL L G GO OB BI IE ER RN NO O. .  D DE EC CL LA AR RA A 
Q QU UE E C CE ES S A A T TO OD DA A I IN NT TE ER RV VE EN NC CI IO ON N D DE EL L 

C CL LE ER RO O E EN N L LO OS S C CE EM ME EN NT TE ER RI IO OS S Y Y 
C CA AM MP PO OS S A AN NT TO OS S 

( ( j  j u ul l i io o 3 31 1 d de e 1 18 85 59 9) ) 

Excmo. Sr. El Excmo. Sr. presidente 
interino constitucional de la República, se ha 
servido dirigirme el decreto que sigue: 

El C. Benito Juárez, presidente interino 
constitucional de los Estados­Unidos Mexicanos, 
á los habitantes de la República: 

Considerando: que seria imposible ejercer 
por la autoridad la inmediata inspeccion que es 
necesaria sobre los casos de fallecimiento é
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inhumacion, si cuanto á ellos concierne no 
estuviese en manos de sus funcionarios, 

He tenido á bien decretar: 

Art. 1. Cesa en toda la República la 
intervencion que en la economía de los 
cementerios, camposantos, panteones y bóvedas 
ó criptas mortuorias ha tenido hasta hoy el clero 
así secular como regular. Todos los lugares que 
sirven actualmente para dar sepultura, aun las 
bóvedas de las iglesias catedrales y de los 
monasterios de señoras, quedan bajo la 
inmediata inspeccion de la autoridad civil, sin el 
conocimiento de cuyos funcionarios respectivos 
no se podrá hacer ninguna inhumacion. Se 
renueva la prohibicion de enterrar cadáveres en 
los templos. 

2. A medida que se vayan nombrando los 
jueces del estado civil, mandados establecer por 
la ley de 28 de julio de 1859, se irán encargando 
de los cementerios, camposantos, panteones y 
criptas ó bóvedas mortuorias que haya en la 
circunscripcion que á cada uno de ellos se haya 
señalado. 

3. A peticion de los interesados y con 
aprobacion de la autoridad local, podrán 
formarse campos mortuorios, necrópolis ó 
panteones para entierros especiales. La
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administracion de estos establecimientos estará á 
cargo de quien ó quienes los erijan; pero su 
inspeccion de policía, lo mismo que sus partidas 
ó registro, estarán á cargo del juez del estado 
civil, sin cuyo conocimiento no podrá hacerse en 
ellos ninguna inhumacion. 

4. En todos estos puntos se dará fácil acceso 
á los ministros de los cultos respectivos; y los 
administradores, ó inmediatos encargados de 
todas estas localidades, facilitarán cuanto esté en 
su poder para las ceremonias del culto que los 
interesados deseen se verifiquen en esos lugares. 

5. Los ministros del culto respectivo 
convendrán con los interesados la remuneracion 
que por estos oficios deba dárseles, conforme al 
artículo 4° de la ley de 12 de julio de 1859. 

6. Será de la inspeccion y cargo de los 
jueces del estado civil, administradores, 
guardianes ó sepultureros, cada uno en su caso, 
conservar y hacer que se conserve la mesura y 
decoro que todos deben guardar en estos lugares. 
Cualquiera infraccion de esta prevencion hace 
merecedor al autor y cómplices de una multa de 
cinco hasta cincuenta pesos, ó de una prision 
desde uno hasta quince dias á juicio del juez del 
estado civil, á quien se dará cuenta con el caso, 
por el encargado del establecimiento ó por
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cualquiera de los vecinos; deberá tambien 
impedirlo de oficio, cuando llegue á saberlo. 

7. Los gobernadores de los Estados y de 
Distrito, y el jefe del Territorio cuidarán mandar 
establecer, en las poblaciones que no los tengan ó 
que los necesiten nuevos, campos mortuorios, y 
donde sea posible, panteones. Cuidarán 
igualmente de que estén fuera de las poblaciones, 
pero á una distancia corta; que se hallen situados, 
en tanto cuanto sea posible, á sotavento del 
viento reinante; que estén circuidos de un muro, 
vallado ó seto y cerrados con puerta que haga 
difícil la entrada á ellos; y que estén plantados, 
en cuanto se pueda, de los arbustos y árboles 
indígenas ó exóticos que más fácilmente 
prosperen en el terreno. En todos habrá un 
departamento separado, sin ningun carácter 
religioso, para los que no puedan ser enterrados 
en la parte principal. 

8. El espacio que en todos se conceda para 
la sepultura, será á perpetuidad para un 
individuo ó para familias por cinco años 
aislada la sepultura de las demás por el mismo 
tiempo y contigua á las otras, sea sobre el 
terreno, sea en nichos ó en fosa comun para los 
casos de gran mortandad. Tambien se 
concederán espacios para urnas, osarios y aun 
para solo cenotafios.
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9. Pasados los cinco años de las concesiones 
temporales, se hará, si fuere necesario, la 
exhumacion de los huesos que se conservarán en 
osario general ó en las urnas de que habla el 
artículo anterior, ó fuera del local y en el punto 
que designen los interesados á quienes se 
entregarán, si los piden, sin exigirles más 
remuneracion por ello que el costo ordinario de 
la exhumacion. Exceptuándose los casos en que 
los interesados quieran renovar por otros cinco 
años la conservacion de la localidad, casos en que 
darán nueva, pero menor retribucion. 

10. Los gobernadores de los Estados y 
Distrito y jefe del Territorio, con presencia de las 
necesidades y recursos locales, reglamentarán la 
remuneracion que los interesados deban dar por 
estas diversas concesiones. Todos los que no las 
pidan serán enterrados grátis en la fosa general. 

11. De todas las graduaciones de sepulturas 
de que hablan los artículos anteriores se hará 
arancel que se imprimirá en caractéres de fácil 
lectura: un ejemplar de él, se fijará en el interior, 
y otro en el exterior del cementerio, campo 
mortuorio, panteon ó cripta; otro ejemplar se 
fijará en lugar aparente de la casa municipal y 
otro en la del juez del estado civil, donde lo haya.
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12. El juez del estado civil ó, en los pueblos 
en que no lo hubiere, la autoridad designada por 
el gobernador del Estado ó Distrito ó el jefe 
político del Territorio; recaudará y administrará 
estos fondos que se destinarán á la conservacion, 
mejora y embellecimiento de estos lugares 
sagrados y á la dotacion, en la parte que los 
mismos gobernadores designen, de los jueces del 
estado civil y de sus gastos de oficio; así como de 
los empleados de los mismos establecimientos. 
Se aplicarán en lo remanente á los objetos para 
que ahora sirven, en los lugares cuyos 
ayuntamientos los erigieron y administraban. 

13. Cuidarán asimismo los gobernadores de 
dictar todas las medidas que fueren necesarias 
para la conservacion, decoro, salubridad, 
limpieza y adorno de estos establecimientos. 

14. Ninguna inhumacion podrá hacerse sin 
autorizacion escrita del juez del estado civil, ó 
conocimiento de la autoridad local en los pueblos 
en donde no haya aquel funcionario. Ninguna 
inhumacion podrá hacerse sino veinticuatro 
horas despues del fallecimiento. Ninguna 
inhumacion podrá hacerse, sin la presencia de 
dos testigos por lo ménos, tomándose de estos 
actos nota escrita por la autoridad local de los 
lugares donde no hubiere juez del estado civil y 
remitiéndose copia de esta nota al encargado del
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Registro Civil. Ninguna inhumacion se hará si 
fuere en terreno nuevo, sino á la profundidad 
cuando ménos de cuatro piés, siendo el terreno 
muy duro, y de seis en los terrenos comunes; ni 
en sepultura antigua, sino despues que hayan 
pasado cinco años; ni en fosa comun, sino con un 
intermedio, cuando ménos de un pié de tierra 
entre los diversos cadáveres. 

15. Cualquiera que violare un sepulcro, sea 
cual fuere el motivo ó pretexto, sufrirá de seis 
meses á un año de prision. Si el violador fuese el 
sepulturero, sufrirá pena doble y será despedido 
de su encargo. Si no fué el autor del delito, estará 
obligado á probar que no fué. Si solo fuese 
simple cómplice, el juez graduará, con presencia 
de las circunstancias, la pena que debe 
imponerse entre las ya señaladas para el 
sepulturero y el comun violador. Podrán tambien 
concederse permisos por el juez del estado civil á 
los deudos ó interesados en la conservacion de 
algun cadáver, para que los inhumen en otros 
puntos fuera de los lugares destinados á esto; 
pero será para ello condicion precisa, que la 
inhumacion se verifique á presencia ó 
satisfaccion de la autoridad, y que el cadáver se 
encuentre en condiciones que no perjudiquen al 
vecindario.
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Por tales excepciones de las reglas comunes 
se pagarán cuotas más elevadas que por todas las 
otras. 

16. Cualquiera que entierre un cadáver sin 
conocimiento de la autoridad, se vuelve por ese 
solo hecho sospechoso de homicidio, digno de un 
juicio en que se averigüe su conducta, y 
responsable de los daños y perjuicios que los 
interesados en tal inhumacion clandestina 
prueben que se les han seguido. Se abrirá el 
juicio, y si no resultare reo ni cómplice de 
homicidio, se le impondrá siempre la pena de 
una multa de diez á cincuenta pesos, ó de ocho 
dias á un mes de prision. 

Por tanto, mando se imprima, publique, 
circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado 
en el palacio del gobierno general en la H. 
Veracruz, á 31 de julio de 1859. Benito Juárez.  
Al C. Melchor Ocampo, ministro de Gobernacion. 

Y lo comunico á vd. para su inteligencia y 
cumplimiento. Palacio del gobierno general en 
Veracruz, etc.  Ocampo.
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D DE EC CR RE ET TO O D DE EL L G GO OB BI IE ER RN NO O. .   
D DE EC CL LA AR RA A Q QU UE E D DI IA AS S D DE EB BE EN N T TE EN NE ER RS SE E 

C CO OM MO O F FE ES S T TI IV VO OS S Y Y P PR RO OH HI IB BE E L LA A 
A AS S I IS S T TE EN NC CI IA A O OF FI IC CI IA AL L A A L LA AS S 
F FU UN NC CI IO ON NE ES S D DE E L LA A I IG GL LE ES S I IA A 

( (a ag go os st to o 1 11 1 d de e 1 18 85 59 9) ) 

Excmo. Sr.  El Excmo. Sr. presidente se 
ha servido dirigirme el decreto que sigue: 

El C. Benito Juárez, presidente interino 
constitucional de los Estados­Unidos Mexicanos, 
á sus habitantes, sabed:
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Que en uso de las facultades de que me 
hallo investido, he tenido á bien decretar lo 
siguiente: 

Art. 1. Dejan de ser dias festivos para el 
efecto de que se cierren los tribunales, oficinas y 
comercio, todos los que no queden 
comprendidos en la especificacion siguiente: los 
domingos, el dia de año nuevo, el juéves y 
viérnes de la Semana Mayor, el juéves de 
Córpus, el 16 de Septiembre, el 1° y 2 de 
Noviembre y los dias 12 y 24 de Diciembre. 

2. En solo estos dias dejarán de despachar 
habitualmente los tribunales, oficinas y comercio, 
exceptuándose las cosas urgentes, que sin 
necesidad de prévio auto de habilitacion de 
horas, pero sí expresando la razon por qué se 
declaró urgente el negocio, podrán despacharse. 

3. Se derogan todas las leyes, circulares, 
disposiciones, cualesquiera que sean, emanadas 
del legislador, de institucion testamentaria ó de 
simple costumbre, por las cuales había la de 
concurrir en cuerpo oficial á las funciones 
públicas de las iglesias.
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Por tanto, mando se imprima, publique, 
circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado 
en el palacio del gobierno general en la H. 
Veracruz, á 11 de Agosto de 1859. Benito 
Juárez. Al C. Melchor Ocampo, secretario de 
Estado y del despacho de Gobernacion. 

Y lo comunico á V. S., para su inteligencia y 
fines consiguientes. 

Dios y libertad. H. Veracruz, etc., Ocampo.
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L LE EY Y S S O OB BR RE E L LI IB BE ER RT TA AD D D DE E C CU UL LT TO OS S 

( (d di ic ci ie em mb br re e 4 4 d de e 1 18 86 60 0) ) 

El Excmo. Sr. Presidente interino 
constitucional de la República, se ha servido 
dirigirme el decreto que sigue: 

El C. Benito Juárez, presidente interino 
constitucional de los Estados­Unidos Mexicanos, 
á todos sus habitantes, hago saber: 

Que en uso de las amplias facultades de 
que me hallo investido, he tenido á bien decretar 
lo siguiente: 

Art. 1. Las leyes protegen el ejercicio del 
culto católico y de los demás que se establezcan 
en el país, como la expresion y efecto de la
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libertad religiosa, que siendo un derecho natural 
del hombre, no tiene ni puede tener más límites 
que el derecho de tercero y las exigencias del 
órden público. En todo lo demás, la 
independencia entre el Estado por una parte, y 
las creencias y prácticas religiosas por otra, es y 
será perfecta é inviolable. Para la aplicacion de 
estos principios se observará lo que por las leyes 
de la Reforma y por la presente se declara y 
determina. 

2. Una iglesia ó sociedad religiosa se forma 
de los hombres que voluntariamente hayan 
querido ser miembros de ella, manifestando esta 
resolucion por sí mismos ó por medio de sus 
padres ó tutores de quienes dependan. 

3. Cada una de estas sociedades tiene 
libertad de arreglar por sí ó por medio de sus 
sacerdotes, las creencias y prácticas del culto que 
profesa, y de fijar las condiciones con que admita 
los hombres á su gremio ó los separe de sí, con 
tal que ni por estas prevenciones, ni por su 
aplicacion á los casos particulares que ocurran, se 
incida en falta alguna ó delito de los prohibidos 
por las leyes, en cuyo caso tendrá lugar y 
cumplido efecto el procedimiento y decision que 
ellas prescribieren.
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4. La autoridad de estas sociedades 
religiosas y sacerdotes suyos, será pura y 
absolutamente espiritual, sin coaccion alguna de 
otra clase, ya se ejerza sobre los hombres fieles á 
las doctrinas, consejos y preceptos de un culto, ya 
sobre los que habiendo aceptado estas cosas, 
cambiaren luego de disposicion. 

Se concede accion popular para acusar y 
denunciar á los infractores de este artículo. 

5.­En el órden civil no hay obligacion, 
penas, ni coaccion de ninguna especie con 
respecto á los asuntos, faltas y delitos 
simplemente religiosos: en consecuencia, no 
podrá tener lugar, aun precediendo excitativa de 
alguna iglesia ó de sus directores, ningun 
procedimiento judicial ó administrativo por 
causa de apostasía, cisma, heregía, simonía ó 
cualesquiera otros delitos eclesiásticos. Pero si á 
ellos se juntare alguna falta ó delito de los 
comprendidos en las leyes que ahora tienen 
fuerza y vigor y que no son por ésta derogadas, 
conocerá del caso la autoridad pública 
competente, y lo resolverá sin tomar en 
consideracion su calidad y trascendencia en el 
órden religioso. Este mismo principio se 
observará cuando las faltas ó delitos indicados 
resultaren de un acto que se estime propio y 
autorizado por un culto cualquiera. En
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consecuencia, la manifestacion de las ideas sobre 
puntos religiosos, y la publicacion de bulas, 
breves, rescriptos, cartas pastorales, 
mandamientos y cualesquiera escritos que versen 
tambien sobre esas materias, son cosas en que 
gozará de plena libertad, á no ser que por ellas se 
ataque el órden, la paz ó la moral pública, ó la 
vida privada, ó de cualquiera otro modo los 
derechos de tercero, ó cuando se provoque algun 
crímen ó delito, pues en todos estos casos, 
haciéndose abstraccion del punto religioso, se 
aplicarán irremisiblemente las leyes que vedan 
tales abusos, teniéndose presente lo dispuesto en 
el art. 23. 

6. En la economía interior de los templos y 
en la administracion de los bienes cuya 
adquisicion permitan las leyes á las sociedades 
religiosas, tendrán éstas en lo que corresponde al 
órden civil, todas las facultades, derechos y 
obligaciones que cualquiera asociacion 
legítimamente establecida. 

7. Quedan abrogados los recursos de 
fuerza. 

Si alguna iglesia ó sus directores ejecutaren 
un acto peculiar de la potestad pública, el autor ó 
autores de este atentado, sufrirán 
respectivamente las penas que las leyes imponen
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á los que separadamente ó en cuerpo lo 
cometieren. 

8. Cesa el derecho de asilo en los templos, y 
se podrá y deberá emplear la fuerza que se 
estime necesaria para aprehender y sacar de ellos 
á los reos declarados ó presuntos, con arreglo á 
las leyes; sin que en esta calificacion pueda tener 
intervencion la autoridad eclesiástica. 

9. El juramento y sus retractaciones no son 
de la incumbencia de las leyes. Se declaran 
válidos y consistentes todos los derechos, 
obligaciones y penas legales, sin necesidad de 
considerar el juramento á veces conexo con los 
actos del órden civil. Cesa por consiguiente la 
obligacion legal de jurar la observancia de la 
Constitucion, el buen desempeño de los cargos 
públicos y de diversas profesiones, ántes de 
entrar al ejercicio de ellas. Del mismo modo cesa 
la obligacion legal de jurar ciertas y 
determinadas manifestaciones ante los agentes 
del fisco, y las confesiones, testimonios, 
dictámenes de peritos y cualesquiera otras 
declaraciones y aseveraciones que se hagan 
dentro ó fuera de los tribunales. En todos estos 
casos y en cualesquiera otros en que las leyes 
mandaban hacer juramento, será éste 
reemplazado en adelante por la promesa 
explícita de decir la verdad en lo que se declara,
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de cumplir bien y fielmente las obligaciones que 
se contraen; y la omision, negativa y violacion de 
esta promesa, causarán en el órden legal los 
mismos efectos que si se tratara, conforme á las 
leyes preexistentes, del juramento omitido, 
negado ó violado. 

En lo sucesivo no producirá el juramento 
ningun efecto legal en los contratos que se 
celebren; y jamás en virtud de él, ni de la 
promesa que lo sustituya, podrá confirmarse una 
obligacion de las que ántes necesitaban jurarse 
para adquirir vigor y consistencia. 

10. El que en un templo ultraje ó 
escarneciere de palabra ó de otro modo explicado 
por actos externos, las creencias, prácticas ú otros 
objetos del culto á que ese edificio estuviere 
destinado, sufrirá, segun los casos, la pena de 
prision ó destierro, cuyo máximum será de tres 
meses. Cuando en un templo se hiciere una 
injuria, ó se cometiere cualquiera otro delito en 
que mediare violencia ó deshonestidad, la pena 
de los reos será una mitad mayor que la 
impuesta por las leyes al delito de que se trate, 
considerándolo cometido en lugar público y 
frecuentado. Pero este aumento de pena se 
aplicará de tal modo que en las temporales no 
produzca prision, deportacion ó trabajos 
forzados por más de diez años.
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Queda refundido en estas disposiciones el 
antiguo derecho sobre sacrilegio: y los demás 
delitos á que se daba este nombre, se sujetarán á 
lo que prescriban las leyes sobre casos idénticos, 
sin la circunstancia puramente religiosa. 

11. Ningun acto solemne religioso podrá 
verificarse fuera de los templos sin permiso 
escrito concedido en cada caso por la autoridad 
política local, segun los reglamentos y órdenes 
que los gobernadores del Distrito y Estados 
expidieren, conformándose á las bases que á 
continuacion se expresan: 

1 a . Ha de procurarse de toda preferencia la 
conservacion del órden público. 

2 a . No se han de conceder estas licencias 
cuando se tema que produzcan ó den márgen á 
algun desórden, ya por desacato á las prácticas y 
objetos sagrados de un culto, ya por los motivos 
de otra naturaleza. 

3 a . Si por no abrigar temores en este 
sentido, concediere dicha autoridad una licencia 
de esta clase y sobrevieniere algun desórden con 
ocasion del acto religioso permitido, se mandará 
cesar éste y no se podrá autorizar en adelante 
fuera de los templos. El desacato en estos casos 
no será punible, sino cuando degenerare en 
fuerza ó violencia.
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12. Se prohibe instituir heredero ó legatario 
al director espiritual del testador, cualquiera que 
sea la comunion religiosa á que hubiere 
pertenecido. 

13. Se prohibe igualmente nombrar 
cuestores para pedir y recoger limosnas con 
destino á objetos religiosos, sin aprobacion 
expresa del gobernador respectivo, quien la 
concederá por escrito ó la negará, segun le 
pareciere conveniente; y los que sin presentar 
una certificacion de ella practicaren aquellos 
actos, serán tenidos como vagos y responderán 
de los fraudes que hubiesen cometido. 

14. Cesa el privilegio llamado de 
competencia, en cuya virtud podian los clérigos 
católicos retener con perjuicio de sus acreedores 
una parte de sus bienes. Pero si al verificarse el 
embargo por deuda de los sacerdotes de 
cualesquiera cultos, no hubiese otros bienes en 
que conforme á derecho pueda recaer la 
ejecucion si no es algun sueldo fijo, solo se podrá 
embargar éste en la tercera parte de sus 
rendimientos periódicos. No se considerarán 
sometidos á secuestro los libros del interesado, ni 
las cosas que posea pertenecientes á su 
ministerio, ni los demás bienes que por punto 
general exceptúan de embargo las leyes.
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15. Las cláusulas testamentarias que 
dispongan el pago de diezmos, obvenciones ó 
legados piadosos de cualquiera clase y 
denominacion, se ejecutarán solamente en lo que 
no perjudiquen la cuota hereditaria forzosa con 
arreglo á las leyes; y en ningun caso podrá 
hacerse el pago con bienes raíces. 

16. La accion de las leyes no se ejercerá 
sobre las prestaciones de los fieles para sostener 
un culto y los sacerdotes de éste; á no ser cuando 
aquellas consistan en bienes raíces, ó interviniere 
fuerza ó engaño para exigirlas ó aceptarlas. 

17. Cesa el tratamiento oficial que solia 
darse á diversas personas y corporaciones 
eclesiásticas. 

18. El uso de las campanas continuará 
sometido á los reglamentos de policía. 

19. Los sacerdotes de todos los cultos 
estarán exentos de la milicia y de todo servicio 
personal coercitivo; pero no de las contribuciones 
ó remuneraciones que por estas franquicias 
impusieren las leyes. 

20. La autoridad pública no intervendrá en 
los ritos y prácticas religiosas concernientes al 
matrimonio. Pero el contrato de que esta union 
dimana, queda exclusivamente sometido á las
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leyes. Cualquiera otro matrimonio que se 
contraiga en el territorio nacional, sin observarse 
las formalidades que las mismas leyes 
prescriben, es nulo é incapaz por consiguiente de 
producir ninguno de aquellos efectos civiles que 
el derecho atribuye solamente al matrimonio 
legítimo. Fuera de esta pena, no se impondrá otra 
á las uniones desaprobadas por este artículo, á no 
ser cuando en ellas interviniere fuerza, adulterio, 
incesto ó engaño, pues en tales casos se 
observará lo que mandan las leyes relativas á 
esos delitos. 

21. Los gobernadores de los Estados, 
Distritos ó Territorios, cuidarán bajo su más 
estrecha responsabilidad de poner en práctica las 
leyes dadas con relacion á cementerios y 
panteones, y de que en ningun lugar falte 
decorosa sepultura á los cadáveres, cualquiera 
que sea la decision de los sacerdotes ó de sus 
respectivas iglesias. 

22. Quedan en todo su vigor y fuerza las 
leyes que castigan los ultrajes hechos á los 
cadáveres y sus sepulcros. 

23. El ministro de un culto, que en ejercicio 
de sus funciones ordene la ejecucion de un delito 
ó exhorte á cometerlo, sufrirá la pena de esta 
complicidad si el expresado delito se llevare á
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efecto. En caso contrario, los jueces tomarán en 
consideracion las circunstancias para imponer 
hasta la mitad ó ménos de dicha pena siempre 
que por las leyes no esté señalada otra mayor. 

24. Aunque todos los funcionarios públicos 
en su calidad de hombres gozarán de una 
libertad religiosa tan amplia como todos los 
habitantes del país, no podrán con carácter oficial 
asistir á los actos de un culto, ó de obsequio á sus 
sacerdotes, cualquiera que sea su jerarquía de 
éstos. La tropa formada está incluida en la 
prohibicion que antecede. 

Por tanto, mando se imprima, publique, 
circule y se le dé el debido cumplimiento. Dado 
en el palacio de gobierno nacional en Veracruz, á 
4 de diciembre de 1860.  Benito Juárez.  Al C. 
Juan Antonio de la Fuente, ministro de Justicia é 
Instruccion pública. 

Y lo comunico á vd., etc. 

Dios y libertad. H. Veracruz, etc.  Fuente.
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D DE EC CR RE ET TO O D DE EL L G GO OB BI IE ER RN NO O. .­ ­ Q QU UE ED DA AN N 
S S E EC CU UL LA AR RI IZ ZA AD DO OS S L LO OS S H HO OS SP PI IT TA AL LE ES S Y Y 

E ES S T TA AB BL LE EC CI IM MI IE EN NT TO OS S D DE E 
B BE EN NE EF FI IC CE EN NC CI IA A 
( (f fe eb br re er ro o 2 2 d de e 1 18 86 61 1) ) 

El Excmo. Sr. presidente interino 
constitucional se ha servido dirigirme el decreto 
que sigue: 

El C. Benito Juárez, Presidente interino 
constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, 
á sus habitantes, hago saber: 

Que en uso de las facultades de que me 
hallo investido, he tenido á bien decretar lo 
siguiente:
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Art. 1. Quedan secularizados todos los 
hospitales y establecimientos de beneficencia que 
hasta esta fecha han administrado las 
autoridades ó corporaciones eclesiásticas. 

2. El gobierno de la Unión se encarga del 
cuidado, dirección y mantenimiento de dichos 
establecimientos en el Distrito federal, 
arreglando su administración como le parezca 
conveniente. 

3. Las fincas, capitales y rentas de 
cualquiera clase que les corresponden, les 
quedarán afectos de la misma manera que hoy lo 
están. 

4. No se alterará respecto de dichos 
establecimientos nada de lo que esté dispuesto y 
se haya practicado legalmente sobre 
desamortización de sus fincas. 

5. Los capitales que se reconozcan á los 
referidos establecimientos, ya sea sobre fincas de 
particulares, ya por fincas adjudicadas, seguirán 
reconociéndose, sin que haya obligación de 
redimirlos. 

6. Si alguna persona quisiere redimir 
voluntariamente los que reconozca, no podrá 
hacerlo sino por conducto de los directores ó 
encargados de los establecimientos, con
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aprobación del gobierno de la Unión, y con la 
obligación de que los capitales así redimidos se 
impongan á censo en otras fincas. 

7. Los establecimientos de esta especie que 
hay en los Estados, quedarán bajo la inspección 
de los gobiernos respectivos, y con entera 
sujeción á las prevenciones que contiene la 
presente ley. 

Por tanto, mando se imprima, publique, 
circule y observe. Dado en el palacio nacional de 
México, á 2 de febrero de 1861.­ Benito Juárez.­ 
Al C. Francisco Zarco, encargado del despacho 
del Ministerio de Gobernación. 

Y lo comunico á vd. para su conocimiento y 
fines consiguientes. 

México, &c.­ Zarco.
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D DE EC CR RE ET TO O D DE EL L G GO OB BI IE ER RN NO O. .­ ­ S SE E 
E EX XT TI IN NG GU UE EN N E EN N T TO OD DA A L LA A R RE EP PU UB BL LI IC CA A 
L LA AS S C CO OM MU UN NI ID DA AD DE ES S D DE E R RE EL LI IG GI IO OS SA AS S 

( (f fe eb br re er ro o 2 26 6 d de e 1 18 86 63 3) ) 

El C. presidente constitucional, etc., se ha 
servido dirigirme el decreto que sigue: 

Benito Juárez, etc., sabed: 

Considerando: 

I. Que en la gravísima situación en que 
ha venido la República, el gobierno debe emplear 
todos los medios posibles para atender á las 
exigencias de la administración, y muy 
especialmente para repeler al ejército extranjero, 
invasor del territorio nacional:
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II. Que disponiéndose de los conventos 
ahora destinados á la clausura de las señoras 
religiosa, habrán de obtenerse en una parte 
considerable, los recursos que necesita el tesoro 
de la federación, y podrán establecerse varios 
hospitales de sangre y proporcionarse 
alojamiento á los individuos que se inutilizaren y 
á las familias indigentes de los que han muerto y 
murieren peleando por la patria en la guerra 
actual: 

III. Que si bien puede fundarse en la 
libertad de cada uno la resolución de observar 
los votos que las religiosas pronuncian, es 
evidentemente opuesta á la misma libertad, 
incompatible con la ley de cultos, é intolerable en 
una República popular, la serie de medios 
coactivos con que se estrecha al cumplimiento de 
esos votos: 

IV. Que el poder á que sin reserva se 
someten las señoras religiosas, no tiene por base 
y correctivo, ni las leyes, como la autoridad de 
los magistrados, ni los sentimientos naturales, 
como la patria potestad, ni el derecho para 
cambiar de disposición las partes interesadas, 
como sucede en los contratos de servicios, sino 
un principio indefinido cuyas aplicaciones todas 
se imponen según la voluntad de ciertos 
individuos, á otros que deben aceptarlas durante
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su vida entera; sin que para la represión de los 
abusos naturales en este sistema, puede 
intervenir eficazmente la autoridad pública, ni 
sea fácil tampoco el acceso á ella por parte de las 
personas agraviadas: 

V. Que no conviene dejar en manos del 
clero un poder desmesurado como éste, cuyos 
desafueros serían ahora más trascendentales que 
en ningún otro tiempo: 

VI. Que la influencia de los sacerdotes en 
la conciencia de las religiosas restituídas á la 
condición civil y al goce de sus derechos 
naturales, tendrá las justas limitaciones que le 
prescriban el decoro del hogar doméstico, la 
opinión pública y las leyes del país: 

VII. Que en toda la República está 
declarada la opinión contra la subsistencia de 
estas comunidades: 

VIII. Que habiéndose resuelto la supresión 
de ellas por motivos justos y de pública utilidad, 
sin prevención alguna contra las religiosas, 
deben estas señoras conservar el goce de sus 
derechos especiales: 

IX. Que la supresión de las comunidades 
religiosas ahora existentes, no comprende ni 
debe comprender á las Hermanas de la Caridad,
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que aparte de no hacer vida común, están 
consagradas al servicio de la humanidad 
doliente: 

Por estas causas, y usando de las amplias 
facultades con que me hallo investido, he tenido 
á bien decretar lo siguiente: 

Art. 1. Quedan extinguidas en toda la 
República las comunidades de señoras religiosas. 

2. Los conventos en que están reclusas, 
quedarán desocupados á los ocho días de 
publicado este decreto, en cada uno de los 
lugares donde tenga que ejecutarse. 

3. De estos edificios, y de todo lo que en 
ellos se encontrare perteneciente á las 
comunidades de señoras religiosas, y no á estas 
últimas en particular, se recibirán las oficinas de 
hacienda que designe el ministerio del ramo. 

Todo lo que tengan las religiosas para su 
uso particular, se dejará a su disposición. 

4. No podrán ser enajenados estos edificios 
sino á virtud de una órden concerniente á cada 
caso, expedida por el Ministerio de Hacienda, y 
que se insertará precisamente en la escritura de 
enajenación, sin lo cual será ésta nula y de 
ningún valor;  y el escribano que la autorizare 
sufrirá la pena de privación perpetua de su
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oficio, respondiendo, además, por las resultas de 
su dolosa omisión. 

5. El gobierno entregará sus dotes á 
aquellas de las religiosas que no los hubiesen 
recibido todavía; y mientras esto sucede, 
proveerá á la mantención de las interesadas. 

6. De los templos unidos á estos conventos, 
continuarán destinados al culto católico lo que 
fueren designados al efecto por los gobernadores 
respectivos. 

7. Lo prevenido en este decreto no 
comprende á las Hermanas de la Caridad. 

8. El Ministerio de Hacienda expedirá el 
reglamento y órdenes que convengan para la 
exacta observancia de este decreto. 

México, 26 de febrero de 1863.­ Benito 
Juárez.­ Al C. Juan A. de la Fuente, ministro de 
Relaciones Exteriores y Gobernación. 

Y lo comunico, etc.­ Libertad y Reforma. 
México, etc.­ Fuente.
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